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INTRODUCCIÓN 
Muchos de los acontecimientos históricos surgidos a lo largo de todos estos 
tiempos, han introducido grandes cambios, uno de ellos corresponde a las 
modificaciones de los esquemas económicos, en cuanto a las condiciones de 
mercado se refiere, por lo que la adquisición o prestación de los servicios 
constituye una relación económica que trasciende los niveles sociales, pues se 
basa en una relación entre dos partes, una denominada consumidor y otra  
denominada proveedor, lo que origina derechos y obligaciones para ambas. Por lo 
que se hizo necesaria la creación de formas ágiles en las transacciones de 
mercado, tales como  las famosas contrataciones en masa o por adhesión, que se 
ejecutan o realizan a través de esquemas preconcebidos ya plasmados de previo 
en un documento. 
Es por ello que el legislador prevé la constitución de derechos y garantías 
encaminadas a la tutela de los consumidores, por su nivel de desventaja en las 
relaciones económicas con los proveedores, derechos meramente reconocidos y 
contemplados por el ordenamiento jurídico, que ponen de manifiesto un trabajo en 
conjunto con las instituciones del estado encargadas del manejo y protección de 
bienes y servicios ofrecidos. 
Esta investigación se basa en un proceso de estudio dedicado a las 
telecomunicaciones, y su gran evolución tecnológica que ha venido adquiriendo a 
lo largo de estos siglos, un avance que ha traído consigo niveles o estándares de 
vida cada vez más exigentes para los ciudadanos, pues estos son parte de una 
especie de juego o competencia extremadamente consumista, a tal punto que 
muchas cosas son adquiridas en razón a un estado de necesidad llamado “moda”.  
El presente trabajo investigativo está conformado por Cuatro Capítulos, cada uno 
con un mensaje en especial, determinativo, y sobre todo de cambio y de 
ofrecimiento de nuevos conocimientos que marcen un punto de partida hacia 
nuevos cambios en nuestro sistema normativo, que se vea encaminado a un 
control jurídico completo, objetivo y seguro. En el primer capítulo se aborda lo 
correspondiente a los diferentes antecedentes históricos de las 
Telecomunicaciones, a partir de su origen hasta los procesos de innovación 
tecnológicos, que le han permitido generar un sistema de comunicaciones 
interesante e importante a lo largo del mundo, hasta llegar a Nicaragua, pues no 
podía quedarse atrás, y es parte de todos estos procesos de modernización, que 
incluyen la creación de un control normativo en cuanto al uso y manejo de los 
sistemas de telecomunicaciones. 
  
En el Capítulo Segundo me referiré en especial a la figura contractual que ha 
causado tanta polémica para algunos de los estudiosos del derecho, que no 
conciben tal figura como un contrato, mientras que otros consideran que el 
contrato por adhesión ha venido a ser parte del tan famoso trafico de bienes y 
servicios en un mercado extremadamente consumista en el buen ejercicio de las 
actividades económicas, analizaré su concepto, naturaleza jurídica, las 
características propias de éste y el alcance que tiene en cuanto a su empleo en 
las prestaciones de los servicios de telecomunicaciones, en especial a la 
contratación por servicio de telefonía celular, al cual apuntare con más precisión a 
lo largo de esta investigación. 
En cuanto a los Capítulos tres y cuatro, se abordará lo referido a los operadores 
del servicio de telefonía celular, de acuerdo al sistema que deben ofrecer a los 
usuarios, las obligaciones establecidas por las leyes de la materia, así como los 
mecanismos o procedimientos para poder proveer este servicio. El Capítulo cuarto 
está destinado al estudio de los derechos de los usuarios, y de los medios de 
defensa que la ley les confieren para hacer valer sus derechos, cuando se 
considere que éstos han sido transgredidos por los operadores del servicio de 
telefonía celular. 
 
  
OBJETIVOS 
Objetivo General: 
- Determinar los niveles de vulneración que sufren los usuarios del servicio 
de telefonía celular, de acuerdo al contenido contractual preestablecido por 
las operadoras de estos servicios. 
 
Objetivos Específicos: 
1) Determinar el origen, definición, características, elementos y naturaleza 
jurídica de los contratos de adhesión en  materia de telecomunicaciones. 
 
2) Analizar las ventajas económicas en la ejecución de este tipo de 
contratación. 
 
3) Identificar los términos o cláusulas abusivas comúnmente utilizadas en los                                                        
contratos de adhesión por servicio de telefonía móvil. 
 
4) Conocer los mecanismos y procedimientos que los usuarios del servicio de 
telefonía celular tienen para hacer valer sus derechos y exigir el 
cumplimiento de estos. 
  
CAPÍTULO I: ANTECEDENTES  DE LAS TELECOMUNICACIONES 
El presente Capítulo trata del estudio de los diferentes acontecimientos históricos  
que originaron  las Telecomunicaciones y los procesos de transformación de los 
cuales se ha visto inmerso; en especial  los servicios de telecomunicación de 
interés general, como lo es el servicio por telefonía  celular, pues estos han venido 
a quedarse en el mundo como una de las grandes creaciones e innovaciones 
tecnológicas de nuestros tiempos; lo cual ha permitido la estructuración de 
dinámicos procesos de innovación tecnológicos generando una gran capacidad de 
prestar un servicio de comunicación alrededor del mundo. 
Es medial iniciar esta investigación a partir de los acontecimientos históricos que 
se han producido a lo largo de  los siglos conforme al surgimiento y desarrollo de 
las telecomunicaciones en el mundo, pues es el complemento esencial de lo que 
dio inicio a una era tecnológica súper avanzada y a la vez desenfrenada, pues 
desde sus inicios la comunicación entre los hombres ha sido de primera 
necesidad, y por ello se han creado mecanismos que permitan la comunicación 
entre éstos sin mayor problema. 
Inicialmente para lograr comunicarse a largas distancias se implementó el uso de 
mensajeros, quienes transmitían los mensajes vía terrestre, utilizando medios de 
transporte como caballos, e incluso lo hacían por medios físicos, caminando miles 
de kilómetros hasta llegar a su destino, tuvo un uso bastante demandado, ya que 
era el único medio que permitía la comunicación entre personas a largas 
distancias. 
“Otros sistemas de telecomunicación fueron las señales de humo, señales 
luminosas, señales con algún tipo de melodía o sonido acústico, tal es el caso del 
uso del tambor como medio de comunicación.” (Anónimo, 2010). Podríamos decir 
que por ser éstos las primeras manifestaciones de telecomunicación, se 
consideran escuetas pues estas transmitían un conjunto limitado de signos, y por 
ende, no proporcionaban una comunicación eficiente y clara de los mensajes 
enviados, lo que ocasionaba el retardo o incomprensión de los mensajes que se 
pretendían enviar. 
Hablando propiamente de las redes de telecomunicaciones, éstas hacen su 
aparición primeramente con el telégrafo óptico, “data de la revolución francesa, 
cuando Claude Chappe, ideó una red óptica-mecánica cuyos nodos consistían en 
una columna con una barra perpendicular en su extremo y dos brazos móviles 
fijados en dicha barra”. (Estepa, 2004, p.2); combinando las distintas posiciones 
de la barra y los brazos era posible fijar hasta 196 figuras distintas, 
correspondientes a una sílaba.  
  
“La primera línea telegráfica puesta en marcha data de 1794, y consistía en 22 
estaciones que cubrían una distancia de 240 kilómetros, uniendo Lille con París. 
Esta línea permitía transmitir un mensaje en menos de 6 minutos…” (Estepa, 
2004, p.3). 
 
Una vez descubierto el electromagnetismo por el danés Hans Órsted, en el año de 
1820, los inventores intentaron utilizarlo rápidamente para emitir mensajes por 
largas distancias. Nace pues, el telégrafo eléctrico, siendo “Joseph Henry quién, 
en 1829, construyó el primer telégrafo eléctrico. Sin embargo, la persona que le 
dio el gran impulso fue el estadounidense Samuel Morse, quién en 1844 llevó a 
cabo la primera transmisión telegráfica entre Washington y Baltimore”. (Estepa, 
2004, p.4); la función de este aparato consistía en transmitir mensajes codificados 
a larga distancia mediante impulsos eléctricos que circulan a través de un cable 
conductor. 
 
             Otro de los grandes inventos en los sistemas de telecomunicaciones fueron las 
redes telefónicas, su gran precursor fue Alexander Graham Bell, quien en febrero 
de 1876 solicita a Estados Unidos la patente para un teléfono electromagnético, el 
cual estaba conformado por un transmisor y un receptor unidos por un hilo 
metálico a través del cual pasa la electricidad. Las vibraciones en la membrana del 
transmisor originan variaciones eléctricas en el circuito gracias a un electroimán. 
En principio se podía hablar y escuchar por un solo tubo, pero para mayor 
comodidad se separó en dos piezas. (Anónimo, 2010). 
 
Estepa, (2004, p.5) nos comenta que, “las primeras comunicaciones telefónicas se 
llevaban a cabo uniendo los teléfonos directamente, por lo que dos personas que 
deseen hablar, tan sólo deben comprar un teléfono y unirlo con un cable hasta el 
otro”.  
 
“En España se realizó en 1878 la primera prueba telefónica, aunque no hubo 
legislación al respecto hasta 1882, año en la que la Administración se atribuye la 
titularidad de la red que se vaya creando, aunque permite que ésta sea instalada 
por iniciativa privada”. (Estepa,2004, p.8). Y así continuo un incansable e 
indeterminado proceso de evolución de estos nuevos sistemas de redes 
telefónicas, que vinieron al mundo creando un medio más fácil e innovador para 
las comunicaciones entre personas a largas distancias, a través del audible sonido 
de la palabra hablada. 
 
Había culminado un largo proceso histórico que se origino a partir de muchos de 
los intentos por crear un aparato electromagnético que permitiera la comunicación 
hablada, y que desde ese momento logró un desarrollo acelerado convirtiéndose 
en un funcionamiento básico. 
 
  
1.1CONTEXTO HISTÓRICO DE LAS TELECOMUNICACIONES EN NICARAGUA 
Los nuevos desafíos de la telefonía tradicional a las comunicaciones modernas  
que los países de Latino América han pasado, se han propuesto desarrollar 
grandes esfuerzos normativos que permitan la separación de las actividades 
productivas originarias de la prestación del servicio de telecomunicación,  
de las regulaciones que se necesitan crear en razón de una protección jurídica por 
parte del Estado. 
Han ocurrido impresionantes procesos de transformación en las redes de 
telecomunicación, que han transfigurado la manera de comunicarse, así como 
también hoy en día el nivel de competencia entre los operadores especializados 
para el ofrecimiento del servicio de telecomunicaciones ha aumentado en 
cuantiosas cifras, y trayendo consigo un control monopolista, que encierra en un 
callejón sin salida a los usuarios de este servicio. 
En el caso de Nicaragua, se dice que a partir de 1922 se empieza a introducir 
masivamente nuevas tecnologías destacando dentro de sus prioridades el 
desarrollo y modernización de las telecomunicaciones, con la finalidad de brindar 
un mejor y amplio servicio de comunicación a los usuarios de éste servicio, pues 
esto se pretendía lograr con una visión global del desarrollo moderno de las 
telecomunicaciones, propiciando niveles transcendentes en las redes de telefonía. 
            “Con la excepción de Costa Rica, los demás países centroamericanos han 
impulsado desde 1995 profundas reformas de los marcos regulatorios, han 
separado las funciones productivas de las reguladoras, han privatizado las 
empresas estatales y se encuentran en estos momentos en diversas fases de un  
esfuerzo común por introducir la competencia.” (Rivera, 2004, p.8). 
A partir de este contexto podemos precisar como las telecomunicaciones vienen a 
jugar un papel de gran importancia para el desarrollo de un país, pues están 
estrechamente vinculadas al progreso económico y social, marcando una 
tendencia de gestión y protección por parte de los entes estatales, para dotar de 
seguridad jurídica a los usuarios de estos servicios. 
Dentro del proceso de modernización de las telecomunicaciones en Nicaragua, 
podemos mencionar algunas de las fechas en que se comenzaron a emitir algunos 
de los servicios de telecomunicaciones. En 1875 se introduce a Nicaragua el 
telégrafo, en 1879 aparece el servicio telefónico, en 1886 el servicio telefónico se 
emite en doce centros de atención en Managua y otras localidades cercanas,  
  
en 1941 surge el palacio de Telecomunicaciones con la incorporación de cien 
abonados, en 1955 se crea la primera central automática de conmutación, en 1983 
se inicia el crecimiento del internet, en 1990 se moderniza el sistema telefónico.  
En 1991 se crea el “www”, a partir de 1993 inicia a operar en Nicaragua “Telefonía 
celular de Nicaragua” (TCN), en 1995 se crea la ley número 200, “Ley General de 
Telecomunicaciones y Servicios Postales”, estableciendo como ente regulador de 
las telecomunicaciones al Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y 
correos, (TELCOR), en el 2001 se privatiza Enitel y en el 2002 surge Enitel móvil y 
Sercom (PCS). 
Entre la década de 1980 a 1984, grandes acontecimientos marcaron el progreso 
de las telecomunicaciones en Nicaragua. “En 1980 la capacidad telefónica del país 
era de cinco mil abonados adicionales a la de 1979. Esta tecnología fue de poca 
trayectoria, porque de inmediato se reemplazaron por centrales totalmente 
digitales”. (González, 1995, p.24).  
Por medio del Decreto número 1053, publicado en La Gaceta Diario Oficial del 12 
de junio de 1982 se crea el Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y 
Correos, TELCOR. Para éste mismo año se daba inicio a una guerra de liberación 
nacional, lo cual se podría decir que marca el final de una primera fase en el 
desarrollo institucional de las telecomunicaciones en Nicaragua, pues se dio un 
bloqueo económico contra el pueblo nicaragüense, ocasionando un atraso en el 
desarrollo de las telecomunicaciones, lo que obliga al Instituto a disponer de sus 
recursos para la defensa de la revolución. Pero ya un año después, gracias al 
apoyo económico de otros países, se logra recuperar la Institución, entrando a 
operar dos nuevas centrales telefónicas, fabricadas en la Republica Democrática 
Alemana. 
A pesar de los acontecimientos originados por la guerra, gracias a la ayuda de 
otros países y de acuerdo a la política empleada por TELCOR, dicha Institución  
continúo expandiéndose a través del desarrollo,  planificación y ejecución de 
proyectos que permitirían abarcar un mejor servicio de las redes telefónicas 
nacionales e internacionales.  
Para la década de 1985  el desarrollo de las Telecomunicaciones en Nicaragua iba 
en ascenso, pues, “amplió la capacidad en más de diez mil líneas telefónicas a 
nivel nacional, asimismo se inició la realización del proyecto Interputnik, del 
Sistema Internacional y de la Organización de Telecomunicaciones Cósmicas, 
  
que en 1986 permitió la comunicación directa vía satélite con Cuba, la ex Unión 
Soviética, y demás países miembros”. (González, 1995, p.39). Inaugurando la 
Estación Terrena “Diriangen” para cursar telecomunicaciones vía satélite. 
En éste mismo período de 1986, con el apoyo de la Universidad Nacional de 
Ingeniería, se da una gran aportación en el campo de las telecomunicaciones con 
la “tecnología de Packet Radio (PR), que resulta de una combinación de radio y 
computadoras, siendo dos tecnologías bien establecidas. “Este sistema permitió 
un nuevo avance en la comunicación entre computadoras y radios, es de fácil 
utilización, permite la transmisión de mensajes, cartas, hojas de datos de reportes, 
sin la necesidad de transcripción manual ni intervenciones.” (González, 1995, 
p.48). 
             Hasta la década de los setenta, TELCOR había tenido un desarrollo técnico 
sostenido, fue la primera administración en Centroamérica en instalar la telefonía 
automática (1954), la primera estación terrena (1971), y su personal contaba con 
una preparación y apoyo técnico comparable con las administraciones de 
telecomunicaciones de los Estados Unidos. Los criterios gerenciales se 
distorsionaron durante las distintas administraciones desde 1979 hasta 1990, al 
orientar a la Institución hacia la defensa militar. Se produjo un deterioro en el 
mantenimiento y calidad técnica de los servicios producidos. (González, 1995, p. 
55).  
Para 1990, se emite el Decreto número 55-90 del 30 de noviembre del mismo año, 
publicado en La Gaceta Diario Oficial número 240 del 13 de diciembre de 1990, 
llamado: “Uso del Espectro Radioeléctrico”, con éste decreto se regulan los 
servicios radioeléctricos que se prestan en el país, estableciéndose que la División 
de Administración Nicaragüense del Espectro Radioeléctrico (ANDER) estará 
regulado por TELCOR.  
Como es de observarse las actividades de los servicios de telecomunicación a lo 
largo de éstos tiempos se ha orientado fundamentalmente en la satisfacción de la 
demanda proveniente de la defensa nacional, así como también de la economía y 
de la población en general, a través de un sostenido y mejor funcionamiento de los 
sistemas, siempre en correspondencia con el desarrollo tecnológico de la técnica 
existente. Todo ello a fin de procurar el máximo aprovechamiento de las 
capacidades con un menor costo económico así como una eficiente calidad de los 
servicios prestados a los usuarios. 
 
  
1.1.1Situción Política, Social y Económica   
El triunfo de la revolución en el año de 1979, trajo consigo la implementación de 
un nuevo modelo económico, político y social; asimismo se produjo la 
redistribución acelerada de los ingresos vía subsidio de los principales productos 
alimenticios. En este período existe una hegemonía indiscutible del Frente 
Sandinista de Liberación Nacional (FSLN), reduciendo los espacios de fuerzas 
políticas tradicionales, iniciando la estructuración, organización y financiamiento de 
la “contra” por parte del gobierno de los Estados Unidos de entonces; y se inician 
movilizaciones en apoyo a la política del gobierno Sandinista.  
La política social permitió la transformación y ampliación del sistema educativo, de 
salud, así como la extensión de la cobertura y calidad de los servicios sociales. 
Entre 1985 a 1990 se incrementaron las tensiones y contradicciones en las 
actividades armadas de la resistencia nicaragüense debido principalmente al 
apoyo de Honduras, y además Estados Unidos había impulsado un bloqueo 
económico, comercial y de financiamiento multilaterales de crédito al gobierno de 
Nicaragua. 
González, (1995, p.13) nos comenta al respecto que “en el campo de las 
telecomunicaciones estas se paralizaron por el bloqueo económico internacional, 
la guerra de agresión que estuvo presente en el período de 1984-1989, ese lapso 
fue de recepción, en esa época  habían estudios y diseños para impulsar el 
desarrollo telefónico a nivel nacional.” Razón por la cual podemos decir que estos 
acontecimientos tuvieron una incidencia negativa en el desarrollo económico de 
nuestro país, pues hay quienes consideran que las telecomunicaciones son un 
factor de desarrollo social y por lo tanto económico. 
Las telecomunicaciones es un sector estratégico de la infraestructura económica y 
social de un país, su importancia radica en que sin perder de vista su potencial 
lucrativo como empresa, es el cauce para la impulsión del desarrollo de la 
actividad económica, social, política y cultural de un país, y por supuesto cumple 
una función indiscutible en las relaciones internacionales. 
“Durante todo éste período de años, no se llevaron a cabo los objetivos 
perseguidos por los planes y programas económicos, por muchos obstáculos y 
dificultades que suscitaron en esos años, cuyos resultados no reflejan la 
verdadera capacidad del país para generar riquezas.” (González, 1995, p.14). 
             Por muchos años se detuvieron los servicios de telecomunicaciones brindados a 
través del Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, que fue la 
década que estaba en poder el Frente Sandinista de Liberación Nacional, lo cual el 
presupuesto económico para dicha Institución estaba destinado a la defensa del 
  
país, y esto vino a dar un atraso total a las telecomunicaciones y al desarrollo 
socioeconómico del país. 
             Para el año 1990, hasta 1992, con el cambio de gobierno se ha dado un avance 
tecnológico en las telecomunicaciones y con esto se han desarrollado los servicios 
brindados por el Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos 
TELCOR. (González, 1995, p.15). 
De todo lo antes mencionado, podemos decir que la crisis por la que se atravesó 
en toda esa década, estuvo subordinada a la interacción de factores, tales como la 
organización política administrativa, el modelo económico adoptado para explotar 
las riquezas de nuestro país, entre otros.  
Todos estos factores nos brindan la conclusión de que la crisis que se originó no 
obedece a fenómenos netamente cíclicos, sino también a eventos coyunturales, 
los cuales una vez superados y tomando las medidas adecuadas, pueden ser 
resueltos, quedando con la opción de emprender un proceso de desarrollo 
armónico y sostenido.  
1.2EL SURGIMIENTO DE LA TELEFONÍA CELULAR EN NICARAGUA 
Las tecnologías inalámbricas están teniendo mucho auge y desarrollo en estos 
últimos años. La telefonía celular se ha visto inmersa de grandes 
transformaciones, en cuanto a niveles tecnológicos y de uso se trata, desde sus 
inicios a finales de la década de los setenta, podríamos decir que ésta ha causado 
una enorme revolución en las actividades que realizamos diariamente. 
Actualmente los teléfonos celulares se han convertido en una herramienta 
primordial para la gente común y de negocios, según porque las hace sentir más 
seguras y las hace más productivas. 
Debido a las limitaciones tecnológicas de hace un siglo la telefonía celular fue 
concebida para la voz únicamente, pero actualmente, gracias a la diversidad de 
procesos técnicos e investigativos, la tecnología celular de hoy en día es capaz de 
brindar otro tipo de servicios tales como: datos, audio, imágenes y video con 
algunas limitaciones, videos conferencias, navegación por Internet. Realmente la 
telefonía celular ha venido a reivindicar los medios de telecomunicación que se 
empleaban en siglos pasados.  
Éste nuevo sistema de comunicación es una revolución mundial; y que por lo 
mismo ha acarreado la modernización de los ordenamientos jurídicos de cada país 
del mundo, pues su uso, manejo y explotación, necesita de una regulación propia, 
siempre con el papel fundamental de la Instituciones encargadas, de dotar de 
seguridad jurídica a todos los actos que de su uso dependan. 
  
El teléfono móvil se remonta a los inicios de la Segunda Guerra Mundial, donde ya 
se veía que era necesaria la comunicación a distancia, “es por eso que la 
compañía Motorola creó un equipo llamado Handie Talkie H12-16, que es un 
equipo que permite el contacto con las tropas vía ondas de radio cuya banda de 
frecuencias en ese tiempo no superaban los 60 MHz. Martin Cooper fue el pionero 
en esta tecnología, a él se le considera como "el padre de la telefonía celular" al 
introducir el primer radioteléfono en 1973 en los Estados Unidos mientras 
trabajaba para Motorola.” (Autor anónimo, 2011) 
Desde finales del siglo pasado la telefonía celular ha sido una de las tecnologías 
de mayor auge y crecimiento, pues han sido muchos los esfuerzos para hacer de 
este medio uno de los sistemas más avanzados de nuestros tiempos, y que 
muchas de las actuales compañías encargadas del ofrecimiento de estos equipos, 
trabajan para la obtención de medios especializados que cada día modernicen 
cada uno de los aparatos celulares ofrecidos a nivel mundial, y de tal manera ser 
más atractivos a los ojos de los consumidores, los cuales al tratar de ajustarse a la 
moda tecnológica, están dispuestos a pagar altas cantidades de dinero por llevar 
uno de estos teléfonos móviles. 
En el caso de Nicaragua para 1992 se inicia a introducir masivamente nuevas 
tecnologías, en cuanto a telefonía celular se refiere, destacando dentro de 
superioridades el desarrollo y modernización de las telecomunicaciones para 
brindar un mejor servicio al consumidor. Este despliegue de desarrollo propició un 
mejor futuro para el país, ya que la puesta en marcha de estos nuevos sistemas 
tecnológicos trae consigo un incremento en las actividades económicas y por ende 
un enorme y creciente desarrollo social. 
Con la finalidad de ubicar a Nicaragua a la vanguardia de las telecomunicaciones 
TELCOR presenta su plan de desarrollo para el período de 1991-1996 a las 
diferentes entidades financieras internacionales y a las empresas suministradoras 
de tecnología de telecomunicaciones, recurriendo a la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones (UIT), (organismo perteneciente a las Naciones Unidas).  
Asimismo cabe mencionar que para estas misma fechas se implementaría por 
parte del Estado un plan de gobierno cuyo mayor propósito era fomentar el 
progreso de la economía nacional y la prosperidad de la población, mediante el 
estímulo acelerado de las telecomunicaciones y correos, dando prioridad al 
servicio de telefonía básica. Lo que conlleva a que en Septiembre de 1993 se 
inaugure el servicio de telefonía celular en Nicaragua; dicho servicio se prestó a 
través de Telefonía Celular de Nicaragua, que ofreció por primera vez al mercado 
el servicio, como un servicio de interés general.  
  
El aparato celular consistía en una combinación de teléfono y radio portátil, muy 
conveniente para profesionales, ejecutivos y médicos, personas que necesitaban 
una comunicación rápida. 
             Telefonía Celular de Nicaragua tenía una infraestructura tecnológica para prestar 
el servicio compuesto de una red análoga de 8 sitios o estaciones celulares, por 
sus altos costos, era un producto destinado para un número reducido de la 
sociedad, ya que sus precios oscilaban entre los $0.40 y $0.60 centavos dólar el 
minuto. 
             En marzo de 1997 Bellsouth compañía norteamericana, cuarta empresa mundial 
de telecomunicaciones celulares y líder en el mercado latinoamericano, adquiere 
el 40% del control efectivo de Telefonía Celular de Nicaragua, quien ganó la 
concesión mediante licitación pública que se realizo con más de diez empresas 
transnacionales y nacionales; al obtener la licencia se le concedió la exclusividad 
de opera la telefonía celular en la banda “A” hasta julio del 2000. 
             En ese mismo año la empresa comienza a trabajar en base a telefonía digital, 
reemplazando la red análoga instalada en 1993, por Telefonía Celular de 
Nicaragua a un costo de diez millones de dólares, ubicando a Nicaragua al mismo 
nivel tecnológico que los Estados Unidos. (García, 2009, p.10). 
El proceso de privatización de la empresa de telecomunicaciones en Nicaragua se 
inició en 1995, después de un esfuerzo importante para su modernización en la 
primera mitad de esa década. “Sin embargo, como en algunos otros países de la 
región centroamericana este proceso favoreció mucho a la empresa que adquirió 
esa compañía.” (Ansorena, 2008, p.5). Ello originó  por varios años una 
monopolización del servicio de telefonía celular, pues debido al otorgamiento de la 
licencia para la prestación de este servicio a la empresa Bellsouth de Nicaragua, 
se evito en lo debido un mercado competitivo entre empresas operadoras del 
servicio de telefonía celular.  
 
En la ley 210, “Ley de privatización e incorporación de particulares en la operación 
de los servicios públicos de telecomunicaciones” se incluyó una cláusula de 
exclusividad por tres años para el monopolio privado. Otorgando concesión 
exclusiva de telefonía fija local y de larga distancia nacional e internacional, 
asimismo gracias a las siguientes reformas a la antes mencionada ley es que se 
otorgaron licencias para la operación de los servicios de telefonía celular y pública, 
así como en otros servicios de telecomunicaciones. Por lo cual  se otorgó licencia 
a ENITEL para operar la banda “B” de telefonía celular en todo el país, quedando 
sujeta a las regulaciones de TELCOR según contrato de concesión de acuerdo a 
la ley. 
 
 
  
Lo cual permitió que en septiembre del año 2002 se diera la entrada de dos 
empresas operadoras del servicio de telefonía celular como lo son: la compañía de 
prestación de servicios de telefonía celular denominada “ALÓ PCS DIGITAL” a la 
empresa  servicios de comunicaciones de Nicaragua, S.A. (SERCOM), de 
conformidad con la sentencia No.84 de la excelentísima Corte Suprema de 
Justicia y de acuerdo a  la resolución  No.67-2002 emitida por  TELCOR. “Así, la 
apertura y la privatización de las telecomunicaciones en Nicaragua si bien ha 
significado la ampliación de la cobertura de estos servicios, incluyendo la telefonía 
móvil, ello ha ocurrido más debido al avance tecnológico que a un mercado 
competido.” (Ansorena, 2008, p.5). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
CAPITULO II: CONTRATACIONES POR SERVICIO DE TELEFONÍA CELULAR 
A continuación me referiré al régimen especial de las contrataciones dentro del 
correspondiente ejercicio de las actividades económicas, en cuanto a las 
contrataciones por servicio de telefonía celular, pues es de suma importancia el 
estudio y análisis de las características propias de este tipo de contratación, 
también es preciso realizar el correspondiente análisis de la normativa 
encaminada a la protección, tutela y regulación de las relaciones contractuales 
nacidas por la prestación de este servicio. 
2.1GENERALIDADES DEL CONTRATO POR ADHESIÓN POR SERVICIOS DE 
TELEFONÍA CELULAR. 
Antes de definir al contrato por adhesión es necesario que establezcamos las 
respectivas generalidades de éste contrato, pues a partir de ahí nos iremos 
formando un concepto propio de ésta figura contractual que ha sido tan polémica a 
lo largo de éstos últimos siglos, y que ha puesto de relieve inconformidades y 
unanimidades en cuanto a su aplicación dentro del tráfico de bienes y servicios.  
En materia de consumo se dice que el contrato por adhesión tiene sus orígenes  
en la doctrina francesa, utilizada por primera vez por Saleilles (1901) en su obra: 
“La Déclaration de la volonté”, Quien señala que, “hay unos pretendidos contratos 
que no tienen de contratos más que el nombre.” Aún cuando desde entonces se 
hayan utilizado ingentes cantidades de tinta intentando amoldar los contornos del 
fenómeno a la teoría clásica del contrato, así, por ejemplo, la infaltable discusión 
acerca de la naturaleza jurídica de las condiciones generales; y otro tanto, en 
particular en los países del “common law”, examinando el fenómeno 
empíricamente. Para Saleilles los contratos por adhesión son un tipo de figura 
contractual donde hay predominio exclusivo de una sola voluntad que actúa como 
voluntad unilateral, que dicta su ley no ya a un individuo, sino que a una 
colectividad indeterminada, obligándose por anticipado, unilateralmente, a la 
espera de la adhesión de los que querrán aceptar la ley del contrato, 
apoderándose de este compromiso ya creado sobre él mismo. 
  
De acuerdo con  Maza Gazmuri:  
 
           La incorporación y masificación de los contratos por adhesión constituye un 
fenómeno derivado de las transformaciones que comienzan a experimentar la 
producción y distribución de bienes y servicios y las relaciones sociales anexas a 
estas a partir de las revoluciones industriales de finales de los siglos XVIII y XIX. 
(p.1). 
 
 
 
 
  
De lo anterior suele afirmarse entonces que la producción en masa tiene como 
consecuencia lógica la contratación en multitud, y que  ello se justifica de 
conformidad a los costos de celebrar contratos en forma masiva y con la 
estructura interna, jerarquizada y verticalizada de las poderosas empresas; como 
tal es el caso de la ejecución de formatos contractuales para la adquisición de 
cualquier tipo de servicio, que por ser presentado al mercado a niveles altos de 
consumo requiere de la aplicación de modelos contractuales para hacer las 
transacciones a bajos costos y de forma rápida, ejemplo de ello tenemos al 
contrato por servicio de telefonía celular, donde el que pretende hacer uso de este 
servicio deberá adherirse o no según le convenga a las condiciones contractuales 
elaboradas de previo y de manera unilateral por la parte mas poderosa. 
 
Pero de ahí surgen las posibles ventajas, y los riesgos en los que están envueltos 
estos tipos de contratación, pues en algunos de los casos representan un peligro 
en la formación de las condiciones generales de la contratación; ya que la parte 
más poderosa realiza estipulaciones preestablecidas en el contrato que en su 
caso, son oscuras o atentan contra los derechos de esa masa de personas que 
tan desesperadamente espera acceder a cualquiera de los servicios ofrecidos o ya 
sea de adquirir cualquier tipo de bien, hasta el punto de que consumir se vuelve 
una necesidad. 
 
De acuerdo al proceso de formación histórica por el que se ha visto sumergido el 
contrato por adhesión, según sus inicios, gracias a la revolución industrial, es que 
la humanidad ha logrado notar las diferentes modificaciones en las formas de vida 
de la sociedad misma, consiguiendo fijar relaciones contractuales de naturaleza 
económicas, en la producción excesiva de bienes y servicios. 
 
Los contratos por adhesión hoy en día constituyen un fenómeno de propagación 
de manera universal, y de aplicación generalizada, no obstante la producción en 
masa y el auge cada vez mayor de la libre competencia traen como consecuencia 
que los sujetos contratantes busquen reducir sus costos de negociación, haciendo 
que los contratos se celebren mediante actos rápidos, ágiles y menos 
premeditados o modificables por ambas partes al momento de llevarse a cabo la 
elaboración del contenido contractual. La realidad antes descrita sirve de 
fundamento para la contratación en masa que es la base de los contratos por 
adhesión, los cuales actualmente ocupan un punto disímil  a la teoría general de 
los contratos.   
 
Conforme a la evolución del contexto económico y social de los últimos dos siglos, 
claramente palmario por la masificación y la globalización de bienes, productos de 
marcas prestigiosas, o simplemente puestas a la moda, así como también la 
distribución de servicios, (energía eléctrica, agua potable, alcantarillado, 
telecomunicaciones, transporte, etc.);  
 
 
  
ha generado que las contrataciones que se efectúen en razón a lo antes 
mencionado, sean iguales y uniformes para las grandes masas de consumidores 
de éstos; pues, “la contratación en masa está marcada por la homogeneidad del 
contrato, que siempre es predispuesto por el proveedor profesional. Éste lo ofrece 
a la otra parte para que se adhiera o no, sin discutir el contenido.” (Zegarra,p.1). 
 
Zegarra al respecto nos dice que: 
 
             Ello no se debe sólo ni principalmente a que el empresario sea abusivo, pues si 
tuviese que tratar con cada consumidor un contrato particular, se elevarían 
enormemente los costos, lo que por sí solo sacaría el producto del alcance de la 
mayoría, y dejaría de ser producido en masa. Quien conoce tanto los costos como 
las ventajas del bien o servicio es el que los ofrece en masa, lo que le permite 
establecer más eficientemente el contenido contractual… pero también aprovechar 
esa ventaja para inclinarlo a su favor, en perjuicio del consumidor. Ese diferente 
dominio de la negociación se denomina asimetría informativa, y es la causa tanto 
de las ventajas como de los peligros de la contratación en masa. (p.1). 
 
Podemos decir a manera de reflexión que, el contrato por adhesión viene a ser 
una de las nuevas tendencias contractuales aplicadas de manera generalizadas 
en el trafico de bienes y servicios ofrecidos por las grandes potencias 
empresariales, y que si bien su origen data de siglos pasados, es hasta ahora que 
su uso ha venido a facilitar las transacciones surgidas por la adquisición de bienes 
y servicios por la gran masa de consumidores existentes a lo largo del hemisferio, 
pues a palabras de John F. Kennedy, “consumidores por definición somos todos”, 
lo que conlleva a la necesidad de implementar mecanismos que faciliten las 
actividades comerciales. 
 
En cuanto al contrato por adhesión por servicio de telefonía celular podemos decir 
que, claramente es un contrato por medio del cual un proveedor ofrece este 
servicio de telecomunicaciones a un conglomerado de personas, denominados 
usuarios o consumidores, a través del cual se establecen términos y condiciones 
generales y particulares en la prestación de dicho servicio. 
 
Estos tipos de contratos se celebran por tiempo indeterminado, y su renovación se 
realiza de manera automática cada cierto tiempo o en un período estipulado, o 
pueden ser por tiempo determinado. El proveedor del servicio podrá modificar las 
condiciones contractuales en cualquier momento, tal es el caso del incremento de 
las tarifas, poniendo en conocimiento al usuario, el cual queda sujeto a ello, o dará 
por terminado la  relación contractual de acuerdo a lo establecido en el contrato. 
 
Dichos contratos deben ser redactados en términos sencillos, claros, sin incurrir en 
tratos discriminatorios, no deben ser contradictorios a lo establecido en la 
normativa correspondiente, no deben restringir al usuario la libertad de elegir o de 
cambiar de proveedor, deben ser aprobados por TELCOR, de conformidad al arto 
77 de la Ley No. 200, Ley General de las Telecomunicaciones y servicios postales. 
  
Al momento de su aceptación, el contrato por adhesión origina derechos y 
obligaciones para las partes contratantes, es decir la prestación recíproca de 
ciertas obligaciones y derechos entre las partes, tales como la obligación del 
proveedor de cumplir con las prestaciones previstas de conformidad a la calidad 
del servicio,  
 
a cumplir con las normativas respectivas y a resarcir al consumidor por cualquier 
daño ocasionado según el funcionamiento del servicio, y en cuanto al consumidor, 
éste se ve en la obligación de compensar económicamente al proveedor por  el 
servicio a través de tarifas estipuladas. 
 
Si bien en nuestros Códigos no se ve regulado el contrato por adhesión, el 
legislador se ha preocupado por establecer las normativas necesarias para poder 
ejercer dicho orden normativo en la respectiva tutela de derechos y prerrogativas 
que está tan polémica figura contractual ha provocado en las relaciones 
económica-sociales. 
 
A partir de éstas palabras podemos encontrar muchas definiciones sobre el 
contrato por adhesión celebrado bajo condiciones generales que nos ayudaran a 
descubrir la verdadera esencia y razón de éstos contratos, que a simple vista 
consideramos como algunos autores, “son contratos peligrosos que solamente 
perturban las relaciones comerciales”, y que asimismo se contraponen a la teoría 
general de los contratos por no disponer una de las partes del principio de la 
autonomía de la voluntad, pero realmente lo que marca el interés de estos 
contratos, no es ello solamente, ya que son los proveedores de bienes y servicios 
que han moldeado estos contratos a su parecer, empleando condiciones 
generales oscuras, engañosas, y que atentan contra los derechos de los 
consumidores. 
 
De lo expresado anteriormente, hay que tener presente que el uso de los contratos 
de adhesión adquiere su mayor relevancia en que la parte adherente supone una 
posición de aceptar o no el contenido íntegro  del contrato, sin posibilidad alguna 
de negociarlo, de lo cual surge una inquietud al respecto, pues véase que, la 
autonomía de la voluntad no se pierde en su totalidad toda vez que, las personas 
tienen la libertad de contratar o no, pues por naturaleza el hombre es libre, y esa 
libertad lo dota de toda la voluntad de querer o no obligarse, según los efectos del 
contrato, de tal manera que el contrato se da porque así lo ha querido el 
adherente. 
 
Pero hay quienes dirían que este razonamiento es absurdo, ya que el contrato 
tiene su esencia misma en esa voluntad, que de plano es verdadera y no se 
encuentra sumergida en un estado de necesidad porque dentro de la esfera de 
éstos contratos se debe contratar porque sí, pues no hay otra opción, tal sería el 
caso de la adquisición de los servicios públicos como lo son, el agua o el servicio 
de energía eléctrica, telecomunicaciones, entre otros, que debido a su vitalidad es 
que se vuelven tan importantes en la vida de los ciudadanos. 
  
 
2.2 DEFINICIÓN 
Luego de haber expuesto las correspondientes generalidades del contrato por 
adhesión nos corresponde adentrar más en su disertación, al referirnos a las 
distintas nociones que se han propuesto por la doctrina y autores encargados de 
analizar está novedosa figura contractual, del cual  a partir de su estudio 
podremos analizar las particularidades que posee y que lo diferencian de la noción 
clásica de contrato, así como también su apreciación dentro de una economía 
extremadamente masiva y por ende consumista. 
 
El hombre siendo parte de un grupo social, para lograr satisfacer sus necesidades 
se ve en la obligación de integrarse dentro de las distintas negociaciones en la 
esfera del intercambio de bienes y servicios que se ven limitadas o mejor dicho 
regidas por la ejecución de las contrataciones, pues el contrato viene a ser el 
vehículo o medio que permite la circulación correcta de las relaciones 
patrimoniales originadas de esquemas meramente jurídicos aplicables a todos las 
áreas del Derecho. 
 
Desde tiempos inmemorables podemos decir que, la idea de contrato responde a 
un concepto bastante abstracto y permanente. En nuestra legislación encontramos 
el concepto de contrato a la letra del arto 2435 de nuestro Código Civil, Tomo II, 
estableciendo que: “Contrato es un acuerdo de dos o más personas para 
constituir, regular o aclarar entre las mismas un vínculo jurídico.” La nota 
caracterizadora del contrato es pues su bilateralidad, por ser resultado de un 
acuerdo de voluntades de dos o más personas consignadas para la creación de 
obligaciones; actuando en absoluta libertad, igualdad y acordando lo justo.  
 
No obstante, “El concepto de contrato  ha variado, día a día se imponen mayores 
limitaciones a la autonomía de la voluntad a través de normas de interés público, 
razón por la cual algunos autores hablan de la decadencia del contrato.” (Pérez, 
1994, p.7). Ello en razón del avance de las grandes potencias empresariales y la 
gran demanda en la prestación de bienes y servicios, lo que exige como tal las 
negociaciones con un contenido contractual preestablecido, bajo la imposición de 
condiciones generales, cláusulas que en su caso, no pueden ser negociadas, 
simplemente son impuestas a una de las partes, donde no media consentimiento y 
que solo le queda la opción de adherirse o no a éste; a ésta nueva figura 
contractual se le conoce como “contrato por adhesión,” del cual corresponde 
ahondar a lo largo de éste trabajo investigativo. 
 
Se considera al contrato por adhesión como una nueva herramienta contractual y 
negocial que facilita las operaciones mercantiles, pues estos contratos a diferencia 
de los contratos civiles se establecen en formularios con condiciones particulares 
relacionadas a hechos, personas, cantidades, valores de mercancía, tipo de 
servicios, entre otros.  
  
 
Por ello son actos celebrados en las actividades económicas, generalmente bajo 
condiciones impuestas por empresarios o comerciantes que le ofrece al adherente 
la opción de aceptar o no el contenido del contrato, sin realizar modificación 
alguna. Por lo que: “el trafico económico se convierte en un tráfico  en masa, 
acelerado y estimulado por las constantes demandas del consumidor.” (Medina 
2007, p. 70). 
 
Conviene primero establecer lo qué es el contrato por adhesión, el contrato de 
acuerdo a las condiciones generales de la contratación, y el contrato de consumo; 
pues son tres conceptos que se relacionan entre sí pero a la vez se diferencian 
uno del otro. El contrato por adhesión se conforma por estipulaciones 
predispuestas por una de las partes, dándole la opción de aceptar o rechazar el 
contrato a la otra parte, son usados en la contratación en masa, pues permiten la 
integración sucesiva de partes distintas al contrato. Al hablar de las condiciones 
generales de la contratación nos referimos sin duda alguna, a las cláusulas 
preestablecidas por los empresarios, a manera de “formularios”, pero que no 
necesariamente se vinculan a la contratación en masa. Y para finalizar, el contrato 
de consumo es el que “liga a un consumidor y a un proveedor profesional de 
bienes o servicios, aunque habrá que precisar este concepto según el derecho 
positivo.” (Zegarra, p.1). 
 
De una combinación entre los conceptos mencionados, se puede decir que el 
contrato por adhesión se concreta por la estipulación de cláusulas generales 
predispuestas por el empresario, sin posibilidad alguna de modificarlas por la parte 
contratante, solamente con la opción de aceptarlas o rechazarlas (adherirse), y por 
ende éste tipo de contrato se reconoce masivo y uniforme. Nótese ahora la 
distinción entre el contrato por adhesión, del contrato por consumo. 
 
Al respecto establece Lorenzetti (1999):  
           
             Los contratos celebrados por adhesión a condiciones generales se caracterizan 
por su modo de celebración. En los contratos de consumo en cambio, la 
característica definitoria no es la adhesión, sino el consumo final. En los contratos 
celebrados por adhesión no hay consentimiento en sentido técnico, sino mera 
adhesión de una de las partes a condiciones predispuestas por la otra. La 
calificación de un contrato con estas características acarrea consecuencias 
jurídicas que veremos en el punto siguiente.  
 
             De lo dicho se desprende que un contrato puede ser celebrado por adhesión y 
ser, además, de consumo, o viceversa, ser de consumo y no de adhesión.  
 
             De ello se sigue que muchos contratos realizados fuera del ámbito del consumo,     
aun en la contratación empresaria, pueden ser sometidos a una interpretación 
contra stipulatorem, o sus cláusulas ser declaradas abusivas. ( p.p.140-141) 
 
 
  
Cabanellas (2002, p.92) define al contrato por adhesión como: “Aquel en que una 
de las partes fija las condiciones uniformes para cuantos quieran luego participar 
en él, si existe mutuo acuerdo sobre la creación del vínculo dentro de las 
inflexibles cláusulas.” Y al referirse al término “adhesión”, señala que se trata de: 
“Aceptación de reglas contractuales impuestas por una de las partes, sin discutir 
las mismas.” (p.26). Es decir que la acción de adherirse consiste en consolidar, o 
convenir un vínculo contractual de contenido predispuesto, elaborado de forma 
anticipada por una de las partes, sin posible modificación o reforma por la parte 
que pretende contratar. Por lo tanto podemos decir que, “La predisposición es una 
técnica del oferente, mientras que la adhesión es una característica de un acto del 
aceptante. De allí que una parte de la doctrina entienda que la primera se vincula 
con la oferta y la segunda con la aceptación.” (Lorenzetti, 1999, p.140).  
 
 
Por lo que Ossorio define el contrato por adhesión como aquel que: 
 
             Constituye una típica y cada vez más frecuente modalidad de la contratación, que 
se caracteriza por el hecho de que es una de las partes la que fija las cláusulas o 
condiciones, iguales para todos, del contrato, cuya celebración se propone, sin 
que quienes quieran participar en él tengan otra alternativa que aceptarlo o 
rechazarlo en su totalidad; es decir, adherirse o no a los términos del contrato 
preestablecido, sin posibilidad de discutir su contenido. Los contratos de seguros, 
de transporte, de suministro de agua, electricidad y otros servicios públicos son 
ejemplo de esta índole. (p.219) 
 
 
Como ejemplo de ello tenemos la contratación por servicio de telefonía celular, 
donde claramente se puede apreciar como los proveedores de éste servicio 
celebran con los usuarios una modalidad de contratar el servicio a través de un 
formato en el cual se han preestablecido las condiciones de éste, las obligaciones 
y derechos recíprocos para ambos, todo elaborado de previo sin que el usuario 
pueda modificar alguna clausula, solamente le corresponde adherirse o no al 
contrato, pero cabe mencionar que estos contratos son moldeados al parecer del 
proveedor pues establecen condiciones contractuales que violentan los derechos 
de los consumidores. 
 
A la letra de nuestra Ley número 182, “Ley de Defensa de los Consumidores;” “Se 
entiende por contrato de adhesión aquel cuyas cláusulas se establecen 
unilateralmente por el proveedor de bienes o servicios, sin que el consumidor 
pueda discutir o modificar sustancialmente su contenido al momento de contratar.” 
(arto.21). Más que claro nos queda, como nuestra ley establece la predisposición 
por parte del empresario de cláusulas generales de modo que la otra parte 
solamente podrá tomar o dejar la libre imposición del contenido contractual, es 
decir que el empresario se encarga de ofertar unas condiciones predispuestas y 
que por ende el consumidor o en su caso el usuario adquiere una condición de 
debilidad al contratar, y que es sinónimo de adhesión. 
  
Medina (2007) opina referente a los contratos por adhesión lo siguiente: 
 
          Estos contratos son confeccionados por los proveedores en forma estandarizada, 
reproducidos en serie y de contenido general para cualquier consumidor o usuario, 
por lo que quien se adhiere con su firma debe aceptar todas las cláusulas, ya que, 
en general no puede negociar individualmente su modificación. 
 
             Es común que estos contratos se renueven automáticamente cada año cuando se  
trata de servicios prestados por plazo indeterminado. Muchas veces estos 
contratos se instrumentan mediante la firma de solicitudes, minutas de venta, 
recibos o formularios propiamente dichos, y el consumidor no discute su contenido 
ni negocia sus cláusulas. ( p.71-72) 
 
Algo muy importante de señalar en el comentario anterior, es que ciertamente en 
las operaciones económicas muchas veces los contratos se materializan a través 
de recibos, con un contenido vago, y sin la información necesaria que el 
consumidor o usuario necesitan, y que es un derecho reconocido por la ley 
número 182, y que los proveedores de bienes y servicios no hacen constar; no 
detallan a cuentas las condiciones generales de la contratación, y qué seguridad 
jurídica podrá darme ese instrumento, si en todo caso ni siquiera cumple con los 
requisitos de validez del contrato por adhesión. 
 
Este tipo de contratación, si bien facilita las actividades de comercio en masa, 
contribuye a emplear un mecanismo de contratación adecuado a las operaciones 
económicas en la prestación de servicios, o en el ofrecimiento de bines, también 
se encuentra en un desequilibrio, pues es hasta ahora que se han creado 
normativas especificas dirigidas a regular esta figura, así como también en la 
búsqueda de un entorno negocial seguro para el consumidor o usuario con la 
protección en exclusiva de su negocio jurídico en particular. 
 
La contratación en masa requiere de una protección más completa, necesita de un 
compromiso por parte del Estado para la ejecución de medidas oportunas que 
contribuyan al cumplimiento de la norma, es importante que los formularios 
ofertados a los consumidores sean previamente revisados y aprobados por las 
instituciones correspondientes para que de esa manera se contribuya a una 
seguridad jurídica plena hacia los que sean parte de la gran masa contratante. 
 
Aunque el contrato por adhesión sea hasta ahora una figura contractual 
innominada, y aún no aprobada por algunos estudiosos de ésta rama del derecho, 
no quiere decir que su uso desfavorece extremadamente las transacciones 
económicas, más bien por su falta de regulación es que se ve envuelto de peligro 
y de vicios en la formulación de las cláusulas preestablecidas. 
 
Como es de notarse, a pesar de que los contratos por adhesión son una figura 
contractual empleada a través de estos dos últimos siglos, se pueden reconocer 
muchas nociones que tratan de definir y explicar de mejor manera a estos 
  
contratos, pero hay quienes se atreven a decir que estas nociones o definiciones 
carecen de un carácter absoluto, en razón de las numerosas leyes que tratan de 
entender su alcance, renunciando a dar una definición con valor general para 
poder ofrecer de tal manera, algo más realista y una noción únicamente a efectos 
de la regulación legal que se establece. 
 
Pero indisputablemente todos llegan a un solo punto de referencia con ésta figura 
contractual, que es un instrumento contractual predispuesto, de acuerdo a las 
condiciones generales de la contratación, impuestos a través de formularios o 
formatos por una de las partes, y que por ende no admiten modificación alguna 
por la otra parte, solamente consolidar su aceptación o rechazo al suscribirse al 
contrato, dentro de una gran actividad comercial consumista entre proveedor y 
consumidor o usuario, en su caso. 
 
Hablar del contrato por adhesión hoy en día es un tema de mucho revuelo pero, 
que juega un papel de suma importancia dentro de las actividades de comercio y 
que ello ha mejorado la realización de transacciones a lo largo del mundo, pero 
que como mencionábamos antes, se necesitan crear mecanismos de protección 
que sean seguros, completos, que permitan un mejor transe entre las partes 
contratantes. Las asociaciones de defensa de los consumidores juegan un papel 
muy importante, pues se remiten a ejercer medios de defensa hacia las 
adversidades o vicios surgidos de acuerdo a las condiciones generales de los 
contratos, éstos deben hacer valer los derechos de los consumidores. 
 
Es por ello que en este contexto no resulta desatinado sostener que en la 
dinámica de la actual actividad comercial, las grandes empresas someten al más 
débil a las condiciones de contratación que éste impone, a través de cláusulas 
predispuestas. Por lo que cabe señalar que las condiciones generales de 
contratación empleadas por las empresas siempre tienen como eje principal sacar 
el mayor provecho de la situación derivada de la relación contractual dentro del 
mercado, obteniendo frente al otro, posiciones jurídicas que resultan ventajosas y 
que en su mayoría van en detrimento de los derechos de los consumidores. 
 
2.3 NATURALEZA JURÍDICA  
 
En nuestros días “los contratos por adhesión son los acuerdos de voluntades 
referentes a la propuesta de obligaciones y derechos inflexibles, por el oferente al 
ofertado, para que éste los acepte o rechace sin distinción.” (Rubiel, p.54). Pues 
ha sido una nueva modalidad de contratación que facilita las operaciones de 
índole económicas, donde su formación no depende de la noción clásica del 
contrato, pues aquí el consentimiento se manifiesta a través de una acción 
adherente, sin que medie el principio de la autonomía de la voluntad de las partes, 
ello se dice en razón de que el contenido contractual es inmodificable por la parte 
contratante.  
  
 
Hablemos ahora de la naturaleza jurídica del contrato por adhesión, pues a partir 
que ésta nueva figura contractual es aplicable en las transacciones económicas 
muchos autores se han levantado, considerando la adhesión como acto unilateral, 
mientras otros lo consideran como un contrato.  
 
A partir de ello, se han planteado dos teorías, como nos comenta Alterini: 
 
             La primera teoría ha sido sostenida principalmente por autores franceses hasta 
antes de la segunda guerra mundial y también por autores alemanes de la primera 
mitad del pasado siglo. Se dice que, contrato y adhesión son términos que no se 
concilian puesto que la adhesión más que un consentimiento, es un sometimiento. 
Para justificar los efectos jurídicos de la adhesión, sostienen que nos encontramos 
frente a un acto unilateral, constituido por la manifestación de voluntad del que fija 
las condiciones, el cual las plantea u ofrece, con carácter inmodificable. 
 
             La segunda teoría, o sea la que considera la adhesión como contrato se sustenta 
después de la segunda guerra mundial. Se sostiene  en forma unánime que los 
contratos por adhesión son esencialmente tan contratos como cualquier otro, 
quizás especiales, particularmente en lo querido por el adherente. Igualmente la 
doctrina alemana posterior a 1945 se muestra partidaria de esta posición. 
   
             También se han planteado tesis intermedias con respecto a la naturaleza jurídica 
de estos contratos por adhesión, que representan posiciones eclécticas, tratando 
de conciliar ambos sistemas. Se sostiene, por ejemplo, que estos contratos tienen 
una faceta contractual y otra reglamentaria o unilateral, ocurriendo que la primera 
es la principal y la segunda es accesoria, pues, no hace sino adherirse a aquella 
para integrarla, aunque es en esta parte reglamentaria donde se vuelca toda la 
influencia del monopolio, los intereses generales de la industria, etc. (p.7) 
 
La primera teoría sostenida por autores franceses y alemanes prácticamente pone 
de relieve la desaprobación de la adhesión como un contrato, pues estos 
consideraron que esta figura no cumple con la noción clásica del contrato, donde 
la formación del mismo depende de un acto bilateral en el cual las partes 
establecen su contenido y condiciones contractuales, caso contrario sucede con el 
contrato de adhesión, ya que su formación depende de un acto unilateral lo cual 
tiene como consecuencia el sometimiento a la parte que pretende contratar. 
Considero que es una teoría que no retoma la situación que conlleva a la 
aplicación del contrato de adhesión, ya que estamos hablando de que su uso es 
masivo y facilita el tráfico económico tanto para el empresario, como para el 
consumidor. 
 
Pero ya en la actualidad los contratos por adhesión han logrado alcanzar una gran 
importancia, desde su uso a partir del siglo XX, asimismo ha logrado alcanzar 
grandes disputas e inconformidades dentro de algunos estudiosos del derecho a 
partir de la teorías antes mencionadas, por lo que consideran que es una figura 
contractual deforme e inaplicable,  
  
pues su naturaleza no se constituye por la base misma de la noción clásica del 
contrato, ya que en éste se aplican mecanismos generales de contratación a 
través de esquemas preconcebidos. Razón por la cual se hace necesario analizar 
la procedencia de los contratos de adhesión por consumo, pues ello nos permite 
identificar la naturaleza a la cual pertenece el negocio jurídico que emana del 
contrato mismo y por ende la regulación especial que trata la relación contractual, 
siempre dotando de seguridad jurídica el negocio. 
 
Conforme a las manifestaciones expresas de los individuos que pretenden formar 
parte de la ejecución de éstos contratos, según la formación, estructura y 
contenido del negocio jurídico originado, podemos identificar a los contratos por 
adhesión dentro de la rama del Derecho Mercantil, pues recordemos que los 
contratos mercantiles son aquellos contratos que se establecen en formularios, en 
donde se llenan espacios en blanco para completarse con datos y condiciones 
particulares relacionadas a los hechos, a las personas, cantidades, valores de 
mercancía, tipos de servicios, y que no permiten modificación alguna, debe 
conservarse el contenido íntegro del contrato. Por lo que la suscripción de varios 
contratos mercantiles da lugar al nacimiento de diferentes operaciones de esta 
índole, de formas  sucesivas y vinculantes.   
 
Así pues, siguiendo con la naturaleza jurídica de los contratos por adhesión opina  
Alterini: 
 
           Al margen de la discusión doctrinaria sobre la naturaleza jurídica del contrato por 
adhesión, tenemos que dentro de la clasificación de los negocios jurídicos se 
encuentran los negocios jurídicos paritarios (de igual a igual) y los contratos de 
adhesión. 
 
             El paritario es el tipo tradicional de negocio, se pesan, discuten y establecen en el 
momento del trato las cláusulas y condiciones, y a esta tarea ambas partes 
cooperan igual y libremente. Se entabla una discusión más o menos larga, se 
disputa palmo a palmo el terreno, es posible un regateo; las cosas se hacen con 
igualdad, ninguna de las partes impone su voluntad a la otra, el negocio es 
verdaderamente la obra de dos voluntades. Es decir que se prepara y se termina 
de igual a igual, por lo que se puede calificar de negocio paritario. 
 
             Al lado de este tipo, en que triunfa la autonomía de la voluntad, ha hecho su 
aparición, otro tipo de negocio que excluye toda disensión, todo regateo entre las 
partes, cual es el negocio de adhesión. Se presenta por una de ellas un proyecto 
de convención; se ofrece esto al público, al primero que llega; cualquiera puede 
negarse a él, pero con la condición de aceptarlo tal cual es: tomarlo o dejarlo… En 
             estas condiciones, no es igual la situación entre las partes que desempeñan 
papeles de importancia desigual; una de ellas hace un reglamento, una redacción 
por anticipado, emite una tarifa, mientras que la otra se limita a acogerse a ella, o 
aceptar sus disposiciones sin tener posibilidad de discutirlas; se limita a dar su 
adhesión; de ahí su nombre de contratos de adhesión. De los estudios hechos por 
Manuel De la Puente y Lavalle y otros autores se desprende que la adhesión es 
una forma de contratar. (p.8) 
  
 
Lo fundamental de la aplicación de los contratos por adhesión, es que aunque 
pertenezcan a la esfera del Derecho Mercantil, “su naturaleza es sui géneris 
porque difiere principalmente en sus efectos, lo que hace aparecer como un tipo 
de contrato de naturaleza diferente a aquellos civiles y mercantiles, por su 
connotación social, situación que debe establecerse claramente”. (Burneo 2008, 
p.72). 
 
Tal es el caso de los contratos por servicios de telefonía celular, donde su 
aplicación es de forma general, a todo el público, en el que las partes desempeñan 
papeles desiguales, pues el proveedor le presenta al consumidor las condiciones 
generales de la contratación del servicio sin posibilidad alguna de modificarlo, por 
lo que solo le quedará la opción de aceptarlo tal como es o rechazarlo. En el 
contenido contractual se determinan las tarifas, formas de pago, derechos y 
obligaciones para ambas partes, entre otras condiciones, de las cuales me referiré 
con mayor precisión en el siguiente acápite. 
2.4 CARACTERÍSTICAS 
 
Partiendo de la definición del contrato por adhesión es preciso que, a partir de ello 
establezcamos las correspondientes características del contrato de adhesión por 
servicio de telefonía celular, pues nos permitirá entender con mejor precisión la 
estructura de su contenido contractual; es decir, en cuanto a que es un 
instrumento contractual predispuesto, de acuerdo a las condiciones generales de 
la contratación. 
Si bien el contrato por adhesión se establece en cuanto a que permite la 
integración sucesiva de partes distintas al contrato, sin su consentimiento en 
sentido técnico, sino mera adhesión a las condiciones predispuestas por la otra; 
debido a que su esencia corresponde a muchas de las actividades económicas 
surgidas dentro de un amplio mercado; donde el alto nivel de consumidores no 
permite la realización de transacciones individuales, es por ello que a través de 
formularios de contenido unilateral es que se facilita la realización del negocio 
jurídico en puesta.  
El contrato por adhesión se caracteriza por: 
Unilateralidad: Por ser una de las partes quien exclusivamente establece el 
contenido íntegro del contrato, fijando los términos de la relación contractual, para 
lo cual deberá elaborar previamente un esquema o formulario de contrato, y por 
ende impone a la parte adherente sin que quepa discusión preliminar acerca del 
contenido del contrato, pues éste solamente valorará la razón del contrato y 
decidirá adherirse o no al mismo. Para la adquisición de cualquier tipo de servicio 
  
de telefonía celular se ejecutan formatos de contratos con un contenido 
predispuesto, las operadoras de éstos servicios (Movistar, Claro), se encargan de 
la elaboración de estos formatos, y en su caso estableciendo clausulas abusivas 
que van en contra de los derechos de los usuarios. 
 
Son contratos en serie o masificación: Debido a que son bienes, productos o 
servicios elaborados en grandes cantidades, por el alto nivel de consumo y porque 
son dirigidos a una gran masa consumista,  “en donde el adherente (consumidor) 
se halla en un estado de compulsión, del cual no puede librarse fácilmente pues 
necesita consumir para suplir sus necesidades humanas.” (Burneo, 2008, p.70).   
 
Se establecen a través de formularios preimpresos: Formularios ofrecidos en 
grandes cantidades, de contenido generalizado, pues sería costoso que los 
empresarios se dedicaran a elaborar un contrato por determinado servicio o 
producto para cada persona que llegará a solicitarlo, “la persona del destinatario 
de la propuesta no es un individuo determinado, sino un conjunto no precisado de 
personas frente a las cuales la propuesta se mantiene de modo duradero.” 
(Alterini, p.6). Es por ello que  el uso de formatos preimpresos de estos contratos 
por adhesión minimizan los gastos en que se incurre y  facilita las transacciones 
que estos contratos originan. Es decir un mismo modelo de contrato para cualquier 
persona que pretenda contratar cualquier tipo de servicio de telefonía celular, las 
operadoras ofrecen sus servicios a través de estos formatos, donde solo se llenan 
espacios en blanco; pero las condiciones ya se encuentran impresas en el mismo. 
 
Son contratos de Tracto sucesivo: La duración de los contratos por adhesión es 
por un período largo de tiempo. Tal es el caso de los contratos por adhesión por 
servicio de telefonía celular, donde el proveedor establece en el contenido del 
contrato que el tiempo de duración de la relación contractual es indefinido y que se 
renovará automáticamente cada año, a excepción de aquellos casos donde se 
establece ya el tiempo de duración de la prestación del servicio. 
 
Cuenta necesariamente con dos partes: Una parte predisponente y la otra parte 
adherente, en caso contrario no podrían darse este tipo de contratos. Cada parte 
puede estar conformada por una o más personas, sean naturales o jurídicas.  
 
Además que se establecen obligaciones para las dos partes suscribientes, es 
decir que son sinalagmáticos, porque ambas partes se obligan por igual a cumplir 
cada uno las obligaciones establecidas en razón del contrato. En algunos casos 
excepcionales como tal es el caso de los contratos por servicio de telefonía celular 
se necesita de la participación de un tercero, como fiador solidario,  
  
a efecto de garantizar al proveedor del servicio el pago de todas las obligaciones y 
cargos que se produzcan en razón de lo establecido en el contrato. 
 
 Se materializa mediante la firma por el adherente al formulario o formato 
contractual  preestablecido, una vez que la parte adherente ha rellenado 
sus datos generales. 
 
Son contratos Pre-elaborados: Pues son contratos elaborados en serie, 
severamente rígidos e inmodificables, en estos se establece el objeto, el plazo, el 
precio y más estipulaciones contractuales. De acuerdo al arto 22 de la Ley de 
Defensa de los Consumidores la redacción de estos contratos deberá ser 
realizada en forma clara sencilla, pues debe ser de fácil comprensión para el 
consumidor, la letra debe ser legible, por lo que se prohíbe el uso de letra 
pequeña, y además no deben remitir a textos u otros documentos. En el caso del 
contrato que la compañía Movistar ejecuta, es un formato redactado en letra muy 
pequeña casi ilegible. 
 
Ausencia de negociación preparatoria: La posible conclusión del contrato no va 
precedida por una previa oferta o discusión entre ambas partes, y por ser su 
contenido prerredactado imposibilita la negociación del contenido contractual, por 
lo que le queda al adherente aceptar o rechazar el contrato. Y como comenta 
Soza, (2009): “Al no existir particularmente en los contratos por adhesión una 
negociación preparatoria, permite la oferta masiva que conlleva la contratación de 
igual manera.” (p.61). 
Al abordar las características de los contratos por adhesión podemos precisar con 
mayor razón el contenido de este, pues aunque la ley de la materia no establece 
una forma para estos contratos, se encarga de establecer una serie de requisitos 
que debe cumplir en el fondo del contenido contractual, realmente la aplicación de 
éste tipo de contratación requiere de mayor cuidado, pues la formación y ejecución 
de los mismos depende de una parte más poderosa. 
2.5CONDICIONES GENERALES DE LA CONTRATACIÓN 
Hemos dicho que el contrato por adhesión en materia de consumo  se establece 
en razón a un contenido preestablecido por una de las partes, de forma unilateral, 
ésta se encarga de estipular o fijar las condiciones generales del contrato, es por 
ello que es de mucho interés saber de qué se tratan las condiciones generales de 
la contratación, asimismo conocer los efectos que conlleva la aplicación y 
ejecución de éstas en la relación contractual. 
  
Los contratos por adhesión son un tipo de contrato que se crea 
estandarizadamente, debido a la producción en masa de los bienes y servicios, lo 
que conlleva a una oferta masificada, por lo cual no existe una negociación previa 
a la formación del contrato. 
Para Medina, (2007) las condiciones generales de la contratación son: “garantías 
que deben ofrecerse a los consumidores y usuarios en la contratación basada en 
la simple adhesión a unas cláusulas previamente redactadas por una de las 
partes.” (p.61). Garantías en el aspecto que deben ser contempladas y aprobadas 
por el Estado, bajo la correspondiente normativa, que se encargue de regular el 
contenido de las mismas, las condiciones generales de la contratación son las 
cláusulas preestablecidas por una de las partes, son las que conforman el 
contenido del contrato. “Pues esas son condiciones necesarias y que van de la 
mano, aunque ciertamente se afirma que la ineficacia de estas queda reservada a 
casos que no se pone en conocimiento previo del consumidor.” (Burneo, 2008, 
p.72). 
El contrato por servicio de telefonía celular al ser un tipo de contratación basado 
en la adhesión por los usuarios al contenido del mismo y que a su vez en 
elaborado de previo por las operadoras de éste servicio, le corresponde TELCOR 
la aprobación y estudio de los mismos, ya que debe velar por la seguridad de los 
usuarios y facilitar los medios de contratación de acuerdo a las normas de la 
materia, aunque cabe mencionar que estos formatos de contrato presentan 
muchas deficiencias pues muchas de sus cláusulas son en contra de los derechos 
de los usuarios, y aun así son contratos aprobados. 
Burneo, (2008) comenta al respecto que:  
             En la generalidad de los negocios de consumo, desde las últimas décadas del 
siglo pasado se ha hecho muy común la contratación por adhesión, mediante 
contratos tipo o a través de condiciones generales estipuladas en impresos, 
anexos, formularios, ofertas en lugares públicos, etc., lo que ha hecho más 
vulnerable al consumidor, por ello se hizo necesario que el Estado dictara 
regulaciones especiales que norme este tipo de contratación, atendiendo a las 
peculiaridades de las convenciones estandarizadas. 
             También es importante aclarar que al hablar de las condiciones generales en el 
contrato de adhesión nos referimos a las cláusulas que establecen las condiciones 
contractuales, es decir al contenido del contrato de adhesión, que pese a no haber 
sido discutido por las partes, se entiende conocido por el adherente, de allí que la 
naturaleza jurídica de las condiciones generales por adhesión es contractual, pues 
resulta diferente si hablamos de condiciones generales de la contratación como 
  
aquellos requisitos precontractuales exigidos a las partes y no al contenido mismo 
del contrato que obliga a las partes una vez suscrito el documento. (p.73). 
Es decir que, las condiciones generales de los contratos por adhesión consisten 
en aquel contenido que forma el contrato de acuerdo a la elaboración previa de 
éste, conforme a cierto número de clausulas, y que por ser contratos de consumo, 
son elaboradas y ejecutadas de forma general para la masa contratante, son 
condiciones que imponen determinados actos o establecen determinadas 
obligaciones y derechos, redactadas de manera unilateral, y que el sujeto 
contratante o adherente quedará sujeto a las cláusulas impuestas en el contrato. 
 
Es por ello que se puede decir que “Las condiciones generales de la contratación 
son las que desde un punto de vista jurídico dotan de contenido a buena parte las 
relaciones contractuales de consumo en la moderna sociedad.” (Medina, 2007, 
p.61). 
 
Por ser los contratos por adhesión previamente elaborados por la parte dominante, 
es posible que se establezcan cláusulas que van más allá de pretender realizar un 
negocio jurídico dentro del marco normativo, es decir por tratarse de cláusulas de 
contenido prohibitivo o abusivo, debe existir por lo tanto una protección legal por 
parte del Estado, ajustada dentro del orden económico y jurídico con la finalidad 
de establecer un control equitativo entre las partes contratantes. 
 
Se considera cláusula abusiva “aquella que amplía prerrogativas al proveedor 
restringiendo los derechos del consumidor, pretendiendo modificar en forma 
unilateral y con posterioridad las cláusulas o las condiciones generales 
establecidas en el contrato, pues sería menoscabar los derechos del consumidor.” 
(Burneo, 2008, p.77). Pues al omitirse la negociación le corresponde de forma 
exclusiva  al predisponente la distribución de los derechos y las cargas del 
contrato, lo que pone de manifiesto una conducta peligrosa que conlleve al 
incumplimiento de los derechos de los consumidores, es por ello que debe existir 
un control legal referido a cada una de las cláusulas en forma independiente. 
 
Por lo que la Ley No. 182, “Ley de defensa de los consumidores” establece un  
sistema de control normativo en cuanto a las cláusulas abusivas, pues cuando en 
los contratos por adhesión se establecen condiciones o cláusulas de contenido 
restrictivo, o arbitrario, o dudoso en cuanto al alcance del contrato según  la ley en 
su arto 23 “Las cláusulas de los contratos serán interpretados de modo más 
favorable al consumidor.” Esto surge en razón a los vicios ocultos en el contenido 
contractual que desnaturalizan las condiciones obligacionales, limitando de tal 
manera los derechos de los consumidores. Asimismo dicha ley se encarga de 
aquellos supuestos en los cuales las cláusulas serán consideradas sin efecto 
alguno en el contrato por adhesión por su implicancia en la relación del contrato de 
acuerdo a la voluntad del predisponente, o por establecer limitaciones y 
exclusiones de los derechos de los consumidores.  
 
  
De acuerdo al arto 24 de dicha Ley, no producen ningún efecto las cláusulas del 
contrato cuando se establezca: 
 
 Modificación unilateral del contrato o la rescisión del mismo por parte del 
proveedor, en perjuicio del consumidor; 
 Exoneración del proveedor de su responsabilidad civil; salvo que el 
consumidor caiga en incumplimiento del contrato; 
 Fijación de término de prescripción inferiores a los establecidos en el 
Código Civil; 
 Limitar u obstaculizar el derecho de acción del consumidor contra el 
proveedor, o invertir la carga de la prueba en perjuicio del consumidor; 
 Imposición obligatoria del arbitraje; 
 Renuncia de los derechos del consumidor contenidos en la presente Ley. 
 
Como es de apreciarse estas son normas que pueden no ser suficientes, ya que 
de ellas se filtran múltiples supuestos no sancionados, pues el legislador no puede 
prever todos los casos, puesto que algunos son impredecibles, según ello, es que 
algunos autores, tales como Bustamante opinan que “una buena solución es 
establecer una cláusula abierta que pudiera integrar aquellos que escapan de la 
enumeración legal.”  
 
Un ejemplo claro de las inconsistencias del supuesto sistema de control que ejerce 
el Estado en cuanto a la regulación normativa de las cláusulas abusivas, es el 
contrato por adhesión de servicio de telefonía celular. El contrato de servicio de 
telefonía celular que establece Telefonía celular de Nicaragua, S.A, (TCN), al cual 
pertenece Movistar, en las cláusulas que este contrato contiene se establecen 
algunas que implican la modificación unilateral del contrato en perjuicio del 
consumidor, como lo es en la cláusula siete de las “Tarifas y Cargos”, donde la 
compañía TCN “se reserva el derecho de modificar las tarifas contratadas por el 
cliente, sean estas las tarifas básicas del servicio o tarifas que correspondan a 
planes de servicios especiales u otros.” Al cliente se le comunica del aumento de 
las tarifas dándosele un plazo de siete días para que manifieste su conformidad o 
inconformidad con el aumento de las tarifas, sin manifestación alguna del cliente 
las nuevas tarifas se reputarán como aceptadas por éste. 
 
Asimismo en la cláusula número diecinueve se establece que el cliente y su fiador, 
en su caso, “renuncian a su domicilio y se someten a los tribunales que TCN elija y 
señale.” En cuanto a la cláusula número 22 se establece que éste “renuncia a la 
necesidad de ser notificado de cualquier obligación o transacción que TCN en todo 
o en parte pueda crear, renovar, extender, modificar para la persona del cliente.” 
Lo mismo sucede con el contenido del contrato de Claro.  
 
Es increíble como TELCOR siendo el ente regulador de este servicio, y que 
además la ley 200 le faculta a valorar el contenido de los contratos ofrecidos por 
los proveedores del servicio de telefonía celular, permita la adecuación de 
cláusulas claramente abusivas y que van en detrimento de los derechos de los 
  
consumidores,  qué seguridad jurídica obtiene el consumidor de éste servicio, si el 
propio Estado no es capaz de tutelar los derechos de los consumidores de 
acuerdo al marco normativo. 
 
2.6CLASIFICACIÓN DE LOS SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES 
 
Las Telecomunicaciones han evolucionado de forma rápida y aceptable por los 
usuarios de éstos servicios. Las telecomunicaciones permiten la emisión, 
transmisión y recepción de signos y señales, ya sea a manera de escritos, 
(mensajes), sean estos multimedia, con sonidos e imágenes, o cualquier tipo de 
información por medio de sistemas u ondas electromagnéticas. 
 
Conforme al arto 24 de la Ley No. 200 “Los servicios de Telecomunicaciones 
serán prestados en régimen de libre competencia. También podrán ser prestados 
en régimen de exclusividad o para un número limitado de operadores y por un 
plazo previamente establecido, cuando por razones tecnológicas o vistas las 
condiciones de mercado, la Ley así lo decida.” 
  
La Ley General De Telecomunicaciones Y Servicios Postales, Ley No.200  
clasifica los diferentes servicios, en lo general, por la esencialidad, utilidad e 
importancia que estos tienen para todos los habitantes de la nación, para un 
conjunto o grupo de habitantes, o para satisfacer las necesidades propias de una 
persona Natural o Jurídica. Así los servicios de telecomunicaciones han sido 
clasificados por la Ley No. 200, Art.8 al 14, en: Servicios Públicos, Servicios de 
Interés General, Servicios de Interés Especial, Servicios de Interés Particular, 
Servicios no Regulados. A continuación desarrollaremos cada uno de los servicios 
de acuerdo a sus cualidades y funcionamiento. 
2.6.1Servicios Públicos 
 
Los servicios Públicos son un tipo de servicio de telecomunicación que es 
prestado al público en general, es un servicio esencial, útil y de suma importancia 
para la generalidad de los habitantes del país. El Estado es el encargado de 
regular, promover y facilitar la prestación de este tipo de servicio de 
telecomunicación, pues el acceso a éste servicio es un derecho inalienable de 
todos los ciudadanos, así lo establece la Constitución en su art 130. 
 
Los servicios Públicos de telecomunicación “deben ofrecerse bajo condiciones 
específicas de operación y esquema tarifario aprobado por TELCOR, sobre una 
base regular, continua, en condiciones de igualdad y a un precio justo.” (art 9 ley 
200).  
 
 
  
A este tipo de servicio pertenecen: La Telefonía Básica y los Servicios Postales. 
La ley No. 200 establece en su art 15 que: “La operación de servicios públicos de 
telecomunicaciones con intervención de particulares se regirá por la Ley de la 
materia de acuerdo con el Art. 105 de la Constitución Política.” Por lo que para su 
distribución se requiere de una concesión, previamente solicitada a TELCOR, 
como ente regulador. 
 
2.6.2 Servicio de Interés General 
 
En cuanto al servicio de Interés General la Ley 200 en su art 10 lo define como: 
“aquellos que sin ser servicios públicos esenciales, son ofrecidos al público, bajo 
esquema tarifario aprobado por TELCOR o se les puede permitir libertad en la 
contratación con usuarios. En cualquier caso, deben ser ofrecidos en condiciones 
de igualdad, regularidad y continuidad. En esta categoría se incluyen a los 
servicios de telefonía celular, la radio, la televisión abierta y la televisión por 
suscripción. También se considera dentro de esta categoría la transmisión de 
datos y la conmutación de paquetes con independencia del servicio de valor 
agregado a que se destinen.” 
 
Para la operación de este servicio de Interés General  se requiere del 
otorgamiento de una Licencia, la cual es conferida por TELCOR, de acuerdo a 
ciertas condiciones, que varía en dependencia del tipo de servicio de que se trate. 
Como bien lo establece la Ley, es en este tipo de servicio donde se ubica el 
servicio de telefonía celular, del cual nos referiremos a continuación. 
 
6.2.1Servicio de Telefonía Celular 
 
El servicio de telefonía celular o telefonía móvil  es “un servicio móvil terrestre de 
telecomunicaciones por medio del cual se proporciona la capacidad completa para 
la comunicación entre suscriptores, así como su interconexión con los usuarios de 
la red telefónica pública y otras redes autorizadas. El servicio se presta a través de 
un sistema o red de telefonía celular, que opera en una banda de frecuencias 
atribuida y frecuencias específicamente adjudicadas al servicio, y se integra por 
centrales de conmutación celular, estaciones radioeléctricas base y por enlaces 
centrales, estaciones y demás instalaciones.” (art 3 del Reglamento del Servicio 
de Telefonía Celular, Acuerdo Administrativo No. 4-98). 
 
TELCOR otorga una Licencia a través de un proceso de Licitación Pública para 
poder ejercer un sistema de instalación de Telefonía celular en cualquier zona del 
país, (art 17, ley 200); y será en el contrato de licencia donde se establecerán las 
condiciones en el uso y explotación de la frecuencia. (art. 17 Rgl Serv. Telf. Cel.). 
 
  
El operador de éste servicio debe ofrecer al  consumidor en general un servicio 
accesible, que todos los habitantes tengan la oportunidad de optar por adquirir un 
servicio de tal magnitud, de acuerdo a los términos, condiciones y tarifas 
establecidas; debe ser un servicio de calidad, de manera eficiente, una 
comunicación clara, así como también la prestación de un servicio en el cual se 
puedan plantear dudas, quejas y ser atendidos de manera eficiente y profesional, 
veracidad en la información ofrecida a través de la publicidad; el servicio debe ser 
ininterrumpido, debe ser regular, durante las veinticuatro horas del día y los 
trescientos sesenta y cinco días del año, aún en los casos de mantenimiento. 
2.6.3Servicio de Interés Especial 
En cuanto a los servicios de Interés Especial, la ley 200 en su art 11 establece 
que: “son aquellos que pueden ser ofrecidos por un operador a un número 
determinado de usuarios de conformidad con las normas jurídicas aplicables. 
Podrán conectarse con la red telefónica pública previo acuerdo con el operador de 
la misma. En esta categoría se encuentran la radiolocalización móvil de personas, 
los servicios de enlaces Troncalizados, la radiodeterminación y las estaciones 
terrenas o telepuertos para comunicaciones por satélite.” Para que pueda 
difundirse este servicio deberá solicitarse a TELCOR, el cual otorgará la 
correspondiente licencia, para su uso, administración y explotación, de acuerdo a 
las condiciones impuestas. (art 16, ley 200). 
 
2.6.4Servicio de Interés Particular 
Los Servicios de interés particular son establecidos  ya sea, por una persona 
natural o jurídica con la finalidad de  satisfacer sus propias necesidades de 
comunicación, a través del uso de redes autorizadas o instalaciones propias. Este 
tipo de servicio no puede ser prestado a terceros, salvo que sean 
complementarios para el cumplimiento de un objetivo social. Se prestan por las 
redes privadas de telecomunicaciones, las cuales no pueden ser interconectadas 
a la red pública telefónica, excepto que sea autorizado por TELCOR. (art 12 ley 
200). El servicio de Interés Particular lo comprenden los enlaces de microondas, 
radiocomunicación y radio aeronáuticas. Éste servicio requiere de registro o 
permiso a criterio de TELCOR, según las necesidades privadas que ameriten. 
 
2.6.5Servicios no Regulados 
Los Servicios no regulados son los que “por sus características técnicas o 
económicas, a juicio de TELCOR, pueden operar sin mayor regulación que la de 
registrarse ante la oficina correspondiente, debido a que se puedan prestar en 
competencia abierta y no requieren de asignación de frecuencias. Los servicios de 
telecomunicaciones de valor agregado como el correo electrónico, el correo de 
voz, los servicios de información, acceso a bases de datos,  y el almacenamiento y 
envío de facsímil, pertenecen a esta categoría.” (arto 13 ley 200). Como ejemplos 
de estos tenemos el “Internet”. 
  
CAPÍTULO III: OPERADORES DEL SERVICIO DE TELEFONÍA CELULAR 
 
El presente capítulo parte del estudio de la relación jurídica que emana de la 
prestación del servicio de telefonía celular, de lo que el contrato que crea esta 
relación entre usuario y operador de servicio origina, de acuerdo a condiciones 
generales; y lo que dentro de este contexto resulta de suma importancia abordar 
son los derechos de la parte más débil, que en su caso son los usuarios de éste 
servicio para lograr equiparar la relación jurídica que surge a partir de la 
celebración del contrato por adhesión del servicio de telefonía celular. 
3.1DE LOS OPERADORES DEL SERVICIO DE TELEFONÍA CELULAR 
El gran avance  económico experimentado a lo largo de estos últimos años ha 
permitido un desarrollo en la producción Industrial, lo que conlleva al surgimiento 
de condiciones de mercado que proponen al consumidor constantes novedades 
en la distribución de bienes y servicios, con la única finalidad de satisfacer las 
necesidades de los consumidores; necesidades que emergen de una política de 
consumismo desarrollada por las grandes empresas, encaminadas a una 
dependencia vital del sujeto consumidor hacia la empresa. 
Para el ofrecimiento o distribución de los bienes y servicios implica la existencia de 
una relación jurídica entre dos sujetos: El consumidor y el Proveedor. Iniciaremos 
este acápite a partir del estudio de los proveedores de servicios, y que en nuestro 
caso nos corresponde en particular los servicios de telefonía celular. 
Nuestra Ley de Defensa de los Consumidores define en su art 4 inciso b, como 
proveedores a: “Toda persona natural o jurídica de carácter público o privado que 
desarrolle actividades de producción, fabricación, importación, distribución o 
comercialización de bienes o de prestación de servicios a consumidores.” Es decir 
que el sujeto del proveedor cualquiera que sea su naturaleza deberá desarrollar 
un conjunto de actividades empresariales en el comercio de bienes así como 
también en la prestación de servicios destinadas a satisfacer las necesidades de 
los consumidores. 
Para fines de nuestro estudio, como se dijo en el párrafo que antecede, nos 
corresponde hablar sobre los servicios por telefonía celular, y por ello se trata 
entonces de hablar sobre los proveedores de éste servicio, que según la Ley 200, 
“Ley General de Telecomunicaciones y Servicios Postales”, se le denomina 
“operador” a la persona encargada de proveer éste servicio,  y por ende de ahora 
en adelante hablaremos de operador de los servicios de telefonía celular. 
  
En los últimos años hemos sido participes del tan revolucionario sistema de 
telecomunicaciones; pues de acuerdo con Patricio Rozas (2010), entre los países 
centroamericanos, Nicaragua es aquel que más recientemente a comienzos del 
año dos mil cuatro ha culminado la privatización del monopolio público de 
Telecomunicaciones, dicho proceso fue iniciado a mediados de los años noventa 
paralelamente a los demás países de está subregión, gracias a la elaboración de 
un marco legal que permitiera la participación de agentes económicos privados en 
este sector de las telecomunicaciones, así como lo es la Ley 210, “Ley de 
Incorporación de Particulares en la Operación y Ampliación de los Servicios 
Públicos de Telecomunicaciones.”  
TELCOR siendo el ente encargado de la regulación y protección del Espectro 
Radioeléctrico, el cual es el recurso natural que se emplea para las transmisiones 
de radio, se encarga de garantizar una explotación eficaz del mismo, permitiendo 
de tal manera comunicaciones confiables para los usuarios así como también 
inversiones seguras y oportunas para la industria de las comunicaciones. Y es a 
través de los operadores que se puede brindar este servicio de acuerdo a las 
condiciones de calidad y eficiencia que la normativa así establece. 
De conformidad al art 3 de la ley 200 se considera como operador del servicio de 
telefonía celular a toda persona natural o jurídica que por medio de una licencia, 
concesión, permiso o registro se le autoriza  el uso y explotación de los servicios 
de telecomunicación, que se prestará en régimen de libre competencia; pues se 
trata de “un desarrollo armónico entre los participantes de este proceso económico 
que se llama libre mercado y donde las reglas ya están claramente 
definidas.”(Pito, 2004, p.25). Un sistema de telecomunicación que deberá ser 
brindado con calidad en la transmisión de vos, de datos, y de calidad en cuanto a 
su cobertura. 
De acuerdo a datos estadísticos brindados por TELCOR, en su página electrónica, 
se puede apreciar cómo la cifra en el incremento de usuarios del servicio de 
telefonía celular a aumentado considerablemente, a partir del  año dos mil la cifra 
de usuarios era de 102,860; ya para el año dos mil cinco aumento en 1,119,379 
usuarios; e increíblemente para el año dos mil nueve esta cifra incremento a 
3,139,697 usuarios de éste servicio, pues cada vez más se propaga  el uso de 
celulares con la más nueva y moderna tecnología.  
Según una publicación del Diario La Prensa en el año dos mil nueve, de acuerdo a 
las declaraciones que brindó el Ingeniero Víctor García, quien es Gerente de 
regulación de Claro Nicaragua, comunicó que la empresa tenía más de 2.4 
millones de clientes, y asimismo el señor Matías Señorán, gerente de 
  
comunicaciones de Telefónica Movistar afirmó que tenían un millón de abonados.  
En Nicaragua actualmente tenemos dos compañías encargadas de ofrecer este 
servicio, tales como: Movistar (Telefonía Celular de Nicaragua, S.A), así como a 
Claro de Nicaragua (Empresa Nicaragüense de Telecomunicaciones, ENITEL). A 
continuación hablaremos sobre el desarrollo y surgimiento de estas dos grandes 
operadoras del servicio de telefonía celular en Nicaragua. 
El primer operador del servicio de telefonía celular en Nicaragua para el año de 
1993 fue la empresa Telefonía celular de Nicaragua, conocida bajo sus siglas 
TCN, pero a partir de Marzo del año 1997 la compañía BELLSOUTH Internacional 
adquirió el 49 % del control efectivo de TCN, concediéndosele poder de operar 
hasta Julio del año dos mil, bajo la banda A en la zona limitada del Pacífico. Desde 
que inició operaciones Bellsouth en Nicaragua se masificó el uso del teléfono 
celular, pues dicha compañía ofrecía un moderno sistema de comunicación, 
accesible, brindando un servicio a partes del país donde antes no había 
comunicación telefónica; y por ser el único operador de éste servicio es que tenía 
7,911 usuarios y ya para septiembre del año dos mil había alcanzado unos 87,926 
usuarios.  
Pero para el año dos mil cuatro dicha compañía había quebrado, por lo que la 
compañía Telefónica de España compro los activos Latinoamericanos del 
operador estadounidense Bellsouth, adquiriendo de esta forma operadores 
móviles en mercados en los que aun no operaba, tales como Panamá, Ecuador, 
Colombia, Venezuela, Uruguay y Nicaragua. 
Telefonía celular, filial de completa propiedad de la firma española Telefónica 
Móviles (TEM), es un proveedor de servicios de telefonía móvil con el nombre 
comercial “Movistar”. Lanzó operaciones en Nicaragua en septiembre del año dos 
mil cuatro, como antes se menciono, encargándose de la cartera de clientes que 
antes controlaba Bellsouth. 
Movistar obtuvo su título habilitante para prestar el servicio de telefonía celular 
bajo la concesión-1992-TC-001, la cual vence el cuatro de diciembre del año dos 
mil doce, por una vigencia de seiscientos un días. Dentro de los servicios que 
ofrece se encuentran: servicios de voz, avanzadas herramientas de llamadas, 
roaming internacional, internet inalámbrico, servicios de datos, intranets 
inalámbricas y otros servicios corporativos, servicio de interés particular, 
transmisión de datos y el servicio de mensajes cortos.“Cabe destacar que Movistar 
es una marca que engloba todas las operaciones de telefonía móvil en países 
como: España, México, Guatemala, El Salvador, Panamá, Venezuela, Colombia, 
Perú, Ecuador, Argentina, Chile, Uruguay y Nicaragua.” (Wikipedia,2011). 
  
La Empresa Nicaragüense de Telecomunicaciones (ENITEL) es el otro operador 
del servicio de telefonía celular, y ha pasado por un proceso de reestructuración 
que lo llevó a adoptar el nombre comercial  “Claro de Nicaragua”. A partir de Julio 
de 1995 a través de la Ley 200, “Ley General de Telecomunicaciones y Correos” 
se estableció como ya hemos dejado mencionado, la regulación de los servicios 
de Telecomunicaciones por parte del Estado, orientada hacia la prestación de 
estos servicios en un régimen de libre competencia. Ya para diciembre de este 
mismo año se promulgó la Ley 210, “Ley de Incorporación de particulares en la 
Operación y Ampliación de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones.”   
Es mediante la creación y aplicación de estas nuevas normativas que se 
asignaron las funciones de regulación al Instituto Nicaragüense de 
Telecomunicaciones y Correos (TELCOR); y la provisión de los servicios de 
Telecomunicaciones que prestaba el Estado (como la telefonía básica) fueron 
asignadas a la Empresa Nicaragüense de Telecomunicaciones S.A. (ENITEL) 
cuyo patrimonio se integró con los bienes muebles e inmuebles, activos y pasivos 
que antes eran patrimonio del estado de Nicaragua y se encontraban bajo la 
administración de TELCOR. Separándose así la operación de los servicios de 
telecomunicaciones, de las funciones regulatorias. 
Al respecto comenta Patricio Rozas que: 
             De esta manera el modelo de organización de la Industria de Telecomunicaciones 
que las autoridades nicaragüenses implantaron, puso énfasis en el logro de 
determinadas metas de desarrollo del sector, a cumplir por la empresa que 
mantuviera la condición monopólica del sector, y no más bien en la introducción de 
mayores niveles de competencia mediante la participación de varios oferentes en 
cada área de negocios de la Industria. (p.1, 2010). 
La Empresa Nicaragüense de Telecomunicaciones, ENITEL, nace en diciembre de 
1995 tras un proceso de 10 años de intentos de privatización de la estatal 
Telecomunicaciones y Correos (TELCOR), generándole al Estado de Nicaragua 
más de $157 millones por el proceso de traspaso de las operaciones, además de 
modernas redes de telefonía pública y móvil, generación de empleos directos e 
indirectos y reducción en costos de los servicios públicos. 
Para Agosto del año dos mil uno, tras sucesivos intentos fallidos de privatizar la 
empresa ENITEL, el gobierno de Nicaragua logró la privatización parcial del 
cuarenta por ciento (40%) de las acciones de dicha empresa, con la única finalidad 
de estimular la inversión en la modernización y ampliación de las 
telecomunicaciones; adjudicándoselas al consorcio hondureño-sueco Telia 
Swedel/EMCE por 83 millones de dólares, que después cambió su personalidad 
  
jurídica a Megatel y que desde entonces administra esa empresa. Posteriormente, 
el Gobierno entregó también el uno por ciento de esas acciones en forma gratuita 
a los empleados de Enitel, y dio en opción a compra otro 10 por ciento de 
acciones, todo de conformidad a la ley 210. 
Conforme al marco legal creado ya para fines de 2003 las autoridades 
nicaragüenses completaron la privatización de ENITEL licitando el 49% de las 
acciones que conservaban en su poder. La licitación fue adjudicada a “América 
Móvil,” que inició operaciones bajo las marcas comerciales: “ALÓ Fácil y Rápido y 
PCS Digital, (Personal services communications.),  por 49,6 millones de dólares, al 
ser la única empresa que presentó una oferta por las acciones  puestas a la venta. 
Ambas operadoras establecieron que al fusionar sus operaciones reducirían 
costos en la prestación del servicio de telefonía celular y por lo tanto al unirse bajo 
una misma operación competirían de manera agresiva en el mercado de las 
telecomunicaciones. Lo cual por ende, vino a perjudicar grandemente el desarrollo 
de las telecomunicaciones, de acuerdo a la libre y leal competencia, ya que de 
acuerdo al art. 25 de la ley 200, se establece que: “Ningún operador de servicios 
de telecomunicaciones puede aprovechar su situación ventajosa frente a otros 
para introducir prácticas que impidan la libre competencia o den lugar a actos de 
competencia desleal.” Y el art. 26 establece que en caso de que surja esta 
situación TELCOR adoptara las medidas necesarias, correctivas y pertinentes 
para evitar que se continuara con prácticas anticompetitivas y monopólicas por 
parte de los operadores. 
 
“La fusión se concretizó y dejo de ser de hecho cuando el siete de diciembre del 
año dos mil seis, Claro entró a sustituir a ambos operadores del servicio de 
telefonía, convirtiéndose de tal manera en uno solo. Claro es una marca de 
América Móvil, marca que nació hace tres años en Brasil.” (García,2006, p.35).  
 
Bajo la Licencia: Lic-2001-TC-001; que vence el cuatro de diciembre del año dos 
mil doce. Dentro de los servicios prestados por esta compañía se encuentran: la 
comercialización de servicios de televisión satelital, mensajes de voz, radio 
comunicación privada, servicio de mensajes cortos, telefonía básica, telefonía 
celular, transmisión de datos, entre otros. 
 
“El desempeño del sector de Telecomunicaciones en el último quinquenio (1998-
2003) no es satisfactorio, registrándose un desarrollo claramente insuficiente 
respecto a las necesidades del país, lo que puede obedecer en parte a la 
incertidumbre que provocó la privatización de ENITEL.” (Patricio Rozas, 2010 p.2). 
Asimismo cabe mencionar como TELCOR siendo el ente regulador que cumple 
una función regulatoria ante la prestación del servicio de telecomunicaciones, 
permitió la fusión de las empresas ENITEL, ALÓ PCS, con el fin de acaparar el 
mercado de las telecomunicaciones, además la ley 200 posee un vacío legal en 
cuanto a que en su contenido normativo no prevé situaciones tales como la fusión 
  
de las empresas, ya que estamos hablando que cada cual posee una licencia para 
prestar el servicio, y ambas operadoras no pueden estar funcionando como una 
sola empresa bajo dos licencias; asimismo la ley no contempla en los casos en 
que las empresas operadoras del servicio de telefonía celular vendan sus 
acciones y sean traspasadas a otras operadoras, pues la ley solamente prohíbe la 
transferencia de las licencias cuando se trata de personas naturales, ello según el 
arto. 67 de la misma ley. Considero que debe ser necesario ampliar el contenido 
normativo de dicha ley para poder de tal manera garantizar y tutelar de forma 
correcta los derechos de los usuarios y operadores del servicio. 
 
3.2PROCEDIMIENTO DE OPERACIÓN DEL SERVICIO DE TELEFONÍA 
CELULAR  
 
El servicio de telefonía celular se encuentra contemplado en la ley 200 como un 
servicio de interés general, recordemos que es un servicio que se ofrece al 
público, pero que no precisamente es un servicio esencial, por medio de éste se 
proporciona una comunicación terrestre entre sus suscriptores. TELCOR siendo el 
ente regulador es el que se encarga de autorizar a cualquier persona ya sea 
natural o jurídica la prestación de este servicio, de acuerdo a las condiciones 
establecidas en la norma, a continuación se hará alusión al correspondiente 
procedimiento que deben seguir las personas que pretendan prestar dicho 
servicio. 
 
De acuerdo al arto 17 de la Ley 200, todo operador que pretenda prestar un 
servicio de interés general, y en su caso que sea el servicio de telefonía celular, 
requerirá de una licencia. “La Licencia es el acto mediante el cual TELCOR otorga 
a una persona el derecho a operar un servicio de telecomunicaciones de interés 
general o de interés especial”. (arto. 61, ley 200), a través de un proceso de 
Licitación Pública, de conformidad a una serie de requisitos y condiciones que 
serán iguales para todos los solicitantes, es decir, respondiendo al principio de 
igualdad de trato; pues cabe recordar que los servicios de telecomunicaciones son 
prestados bajo un régimen de libre competencia. 
 
Conforme al arto 30 del Reglamento a la Ley 200, el procedimiento de Licitación 
consta de dos etapas: una de precalificación de los interesados y la otra de 
evaluación de las ofertas. En la primera etapa le corresponde a TELCOR la 
realización de criterios que determinen la capacidad económica, técnica del 
postor, así como también valorar la experiencia en telecomunicaciones, estudiar el 
proyecto presentado, la inversión propuesta y la oferta económica. “TELCOR en la 
primera etapa elaborará las bases o términos de referencia que contendrán las 
condiciones, requisitos y objetivos de la precalificación y publicará la convocatoria 
correspondiente en dos diarios de circulación nacional, señalando la fecha, hora y 
lugar de recepción para la presentación de las propuestas de los interesados.” 
(arto.30 Rgl). 
  
En cuanto a la segunda etapa del procedimiento, que ya corresponde meramente 
a la licitación, TELCOR, elaborará las bases o términos de referencia que 
contendrán las condiciones, requisitos y objetivos de la misma y publicará la 
convocatoria correspondiente en dos diarios de circulación nacional, señalándose 
la fecha, hora y lugar para la recepción de las ofertas que presenten los 
respectivos postores. Las bases o términos de referencia, establecerán además 
las garantías de mantenimiento de ofertas, las de fiel cumplimiento de contrato, el 
criterio de evaluación, el formato de contrato de licencia y los términos para la 
notificación del resultado de la licitación. (arto.30 Rgl). 
 
La solicitud de Licencia para prestar el servicio de interés general presentada ante 
TELCOR, quien se encargará de revisarla, y la responderá en un plazo máximo de 
noventa días calendario a partir de la fecha de recepción de la solicitud. Una vez 
se cumplan los requisitos ésta deberá ser publicada en dos periódicos de 
circulación nacional a costa del solicitante, por un plazo no mayor de cinco días 
calendario, con el objeto de permitir a cualquier interesado ejercer la oposición, 
para lo cual tendrá el plazo de treinta días contados desde la última publicación y 
siguiendo las normas que al efecto se establezcan en el reglamento 
correspondiente. (arto. 34, ley 200 y arto. 26 Rgl). 
 
En el arto 64 de la Ley 200 se establecen los respectivos requisitos que deberá 
contener la solicitud de licencia para prestar el servicio de telefonía celular, así 
como también en su respectivo Reglamento en el arto 25; entre los cuales se 
encuentran:  
 
a) Nombre y domicilio del solicitante y en su caso, de su representante legal; así 
como los documentos que acrediten la capacidad jurídica, empresarial, técnica y 
financiera de ambos. 
 
b) Dirección conocida en la Ciudad de Managua para recibir notificaciones, aún si 
el solicitante tiene su domicilio fuera de dicha ciudad. 
 
c) Prueba de que la sociedad está constituida legalmente. 
 
d) Información detallada de las inversiones y de las actividades que se pretendan 
realizar. 
 
e) Ubicación de la planta transmisora y de los estudios, así como los planos de los 
mismos, con indicaciones de los lugares en que se instalarán y memoria 
descriptiva. 
 
f) Potencia del transmisor, su marca, características generales del equipo de 
estudio, clase de antena, su altura y radiales, diagrama de directividad, si la hay, y 
área de servicio. 
 
  
g) Estudios de mercado y financieros para establecer, operar y prestar el servicio 
propuesto y las tarifas que se pretenden aplicar. 
 
h) Los requisitos de garantías para el sostenimiento de la solicitud, y del pago de 
derechos por la emisión y uso de la licencia y, en su caso, por uso del espectro 
radio eléctrico. 
 
i) Un resumen de la solicitud. 
 
Aprobada la solicitud, esta solamente será válida una vez que se halla publicado 
en La Gaceta Diario Oficial, (arto.35, ley 200); asimismo las instalaciones de 
sistemas de telefonía celular deberán estar determinadas de acuerdo a lo 
contemplado por TELCOR en la correspondiente Licencia, y estará regulado por el 
Reglamento del Servicio de Telefonía Celular, Acuerdo Administrativo No. 4-98; 
pues una vez otorgada la Licencia se asignaran en las mismas frecuencias 
radioeléctricas que sean necesarias para la prestación del servicio. El operador 
podrá solicitar de manera justificada otras frecuencias que requiera para la 
instalación de equipo para el desarrollo de su red y para la expansión de los 
servicios. 
 
El contrato de Licencia deberá contener los derechos y obligaciones, así como las 
condiciones necesarias aplicables al servicio de telefonía celular, en el arto. 33 del 
Reglamento a la Ley 200 se establecen el contenido de este contrato, a 
continuación menciono algunas de sus condiciones, derechos y obligaciones: 
 
a) el servicio objeto de concesión o licencia 
 
b) las modalidades de prestación del servicio 
 
c) el área de cobertura del servicio 
 
d) las frecuencias o bandas de frecuencias a utilizar y las características técnicas 
de los equipos, conforme a la reglamentación de la materia y normas que emita 
TELCOR 
 
e) los criterios para fijación de tarifas 
 
f) los derechos y tasas que se deben pagar a TELCOR, incluyendo el derecho de 
uso de la concesión o licencia y la tasa de uso del espectro radioeléctrico 
 
g) las restricciones o condiciones para la transferencia del dominio de las acciones 
y/o del interés social del titular de la concesión o licencia; lo mismo regirá para las 
personas naturales 
 
h) los derechos, obligaciones y sanciones; sin perjuicio de las que establece la 
Ley, los reglamentos y demás disposiciones legales 
  
 
i) las causas de cancelación del contrato, previstas en la Ley, los reglamentos y 
demás disposiciones legales 
 
j) los derechos y obligaciones que sólo pueden ser modificados por acuerdo entre 
las partes 
 
k) las garantías que deben establecerse para el cumplimiento de las condiciones 
del contrato. 
 
En la Licencia se establecen también plazos y prorrogas para que el operador a 
quien le fue otorgada, realice la correspondiente instalación, prueba y verificación 
del Sistema de Telecomunicaciones, si este no las realiza de conformidad al plazo 
establecido, conforme al arto 65, “TELCOR dispondrá de las frecuencias sin lugar 
a indemnización. No podrá otorgarse la Licencia si terminada la instalación se 
comprobase que el interesado no acató las indicaciones de TELCOR.” 
 
En caso de otorgarse licencia a una persona natural para la prestación del servicio 
de telefonía celular, la Ley 200 establece que es una licencia intransferible, pues 
es de carácter personal, y en caso de que la Licencia sea otorgada a una sociedad 
anónima de capital social, esta deberá estar constituida con por lo menos con el 
cincuenta y un por ciento (51%) de Nacionales Nicaragüenses. Las acciones serán 
nominativas, no permitiéndose su libre circulación, ni gravamen y deberán ser 
inscritas en TELCOR. Y cuando se trata de  inversiones privadas, cuando éstas 
fueren extranjeras, su participación y régimen legal será determinado por Ley que 
autorice y que regule estas inversiones. (arto. 29, ley 200). 
 
Una vez que se cumplan cada una de las etapas establecidas dentro del proceso 
antes descrito, el operador del servicio tiene la obligación de brindar a los usuarios 
un servicio de calidad, un servicio eficiente y que represente niveles tecnológicos 
actuales, que cada vez sean modernizados, y asimismo seguir y cumplir las 
correspondientes normativas, pero será TELCOR, como ente regulador de los 
servicios de telecomunicaciones que garantizará el cumplimiento de dicha 
normativa en el marco de responsabilidad que se le ha conferido en la regulación 
de estos servicios. 
3.2.1Obligaciones de los operadores 
 
a-Deberá permitir al usuario del servicio de telefonía celular, interconexiones a su 
red de sus equipos terminales para otros operadores, bajo el debido cumplimiento 
de las normas establecidas. 
 
b-Prestar el servicio de telefonía celular de forma libre al usuario, de manera tal, 
que no deberá realizar prácticas restrictivas o condicionadas para brindar el 
servicio. 
  
 
c-El operador deberá establecer el método concreto en que operará, de acuerdo a 
un número establecido de antenas, estaciones de bases. 
 
d- Todo operador de telecomunicaciones deberá permitir la interconexión a su red 
de otras redes de telecomunicaciones debidamente autorizadas para 
interconectarse. 
 
e-Esta en la obligación de presentar a TELCOR un plan tarifario, que sin su debida 
aprobación no deberá aplicar. 
 
f-Se encuentran obligados al pago de los derechos y tasas contenidos en el 
Acuerdo Administrativo No. 003-98. 
 
g-A garantizar el correcto funcionamiento del servicio suministrado al usuario. 
 
h-A efectuar la reparación o reemplazo de los equipos terminales adquiridos por el 
usuario, y cuando no fuere posible, devolver las sumas pagadas por estos 
equipos. 
 
i-Deberán someter a la previa autorización de TELCOR el contrato tipo que 
pretendan celebrar con sus suscriptores. 
 
j-Deberán tener en sus instalaciones las correspondientes oficinas de quejas y 
reclamos de los usuarios. 
 
K-Calidad en la cobertura y transmisión de vos y datos. 
  
3.2.2De los derechos y tasas 
 
En el  acápite anterior hablamos acerca del procedimiento que deben seguir los 
operadores que pretendan prestar el servicio por telefonía celular, a través de una 
serie de requisitos y disposición normativas, y es que el otorgamiento de la 
licencia que hace TELCOR es lo que le da el derecho a esa compañía operadora 
para hacer uso del espectro radioeléctrico, y así prestar el servicio de forma 
debida; pero el uso y explotación de ese derecho tiene un costo, pues  de 
conformidad al Acuerdo Administrativo 003-98, TELCOR percibirá un importe por 
los derechos que se causen por cada otorgamiento de concesión, licencia, 
permiso, o autorización a personas ya sean estas naturales, jurídicas, nacionales 
o extranjeras, privadas o públicas, que presten cualquiera de los servicios de 
telecomunicaciones. Ya que de ese importe recibido es que TELCOR subsiste 
para la realización de su gestión como entidad. 
 
  
Una vez otorgada la Licencia, en esta se determinarán los montos de los derechos 
y tasas aplicables a los usuarios el espectro radioeléctrico que causen el 
otorgamiento de las concesiones, permisos, autorizaciones y en nuestro caso 
licencias, que es de las que  corresponde hablar.  
 
En el arto 2 del Acuerdo 003-98 se establece que los titulares de licencias, 
concesiones, autorizaciones, registros o permisos se encuentran en la obligación 
de efectuar una serie de pagos que se encuentran contenidos en un cuadro, el 
cual se encuentra anexo a dicho Acuerdo. En ese cuadro se establecen los 
siguientes pagos: derecho por estudio de solicitud, derecho por operación bajo 
licencia o permiso, derecho por el uso de concesión y licencia, derechos por 
servicios varios, derecho por el uso del Espectro Radioeléctrico. 
 
Cuando se presenta la solicitud de licencia para prestar el servicio telefónico 
celular, o al momento de presentar cualquier solicitud para la prestación de los 
demás servicios de telecomunicaciones, siempre conforme a los instructivos 
determinados por la entidad, se debe realizar un pago por el estudio que se realiza 
a la solicitud presentada, es decir, es el pago por el derecho a la misma, y que 
conforme al arto 3 del antes mencionado Acuerdo, es un pago que se realiza al 
momento de presentación de la solicitud. Y que conforme al cuadro de derechos y 
tasas, es pago por este derecho es de quinientos córdobas (C$ 500). 
 
En cuanto al derecho por operación bajo licencia o permiso, de acuerdo al servicio 
de interés general, se refiere a la continuidad, regularidad, uniformidad y eficiencia 
con la que se efectúa el servicio. Se realiza un pago anual que va desde los un mil 
córdobas (C$ 1,000.00) hasta los cuarenta mil córdobas (C$ 40,000.00).  
 
El pago que se realizará por el derecho al uso de concesión y licencia, siempre en 
lo que respecta al servicio de interés general, es un pago mensual que será 
determinado de acuerdo al contrato ya sea por concesión o por licencia; y deberá 
ser cancelado dentro de los primeros diez días de cada mes, así lo determina el 
arto 5 del Acuerdo 003-98. 
 
Al hablar del pago por derechos de servicios varios, tiene que ver con aquellos 
servicios prestados a la compañía en cuanto a servicios aduaneros, inspecciones 
técnicas, reposición del documento de concesión o del documento de licencia, 
permisos temporales, certificado de homologación, listado de servicios de 
telecomunicaciones y postales, entre otros. El pago a efectuarse varía en razón 
del servicio que ha de prestarse.  
 
Por el derecho de uso del Espectro Radioeléctrico en cuanto al servicio de 
telefonía celular, se efectuará un pago que será determinado en el contrato, por 
una tasa anual, que conforme al arto 4 del antes mencionado acuerdo se 
cancelará dentro de los primeros tres meses de cada año. 
 
  
3.3DE LAS TARIFAS 
 
El desarrollo de las telecomunicaciones se deriva de una actividad económica 
libre, entre quienes se encarguen de ofrecerla. La aplicación de un  sistema de 
telecomunicaciones exige un valor económico, del que deberá pagar el usuario al 
operador de este servicio, por medio de la imposición de “tarifas”, pues “la 
estructura tarifaria buscará propiciar una expansión eficiente de las redes de 
servicios públicos, al permitir la recuperación de las inversiones y costos y proveer 
las bases para una sana competencia en la prestación de servicios.” (arto. 71, ley 
200). 
 
 
Se entiende por tarifa al importe o monto económico que debe pagar el usuario de 
un servicio de telefonía al operador del cual es parte este servicio, de acuerdo al 
Reglamento General de Tarifas, Acuerdo Administrativo No. 003-2005, publicado 
en La Gaceta no. 9 del trece de enero del año dos mil cinco, en su arto 3 nos 
define a las tarifas como: “el valor económico que paga el usuario por el servicio 
recibido e incluye los precios y los cargos necesarios para la prestación de dicho 
servicio, los términos y condiciones del servicio, ofertas, promociones, descuentos 
y cualesquiera otras modalidades de cobro que puedan utilizar los Operadores por 
los servicios que prestan.” Los operadores deberán imponer las correspondientes 
tarifas de acuerdo a precios justos, que sean razonables, y según las condiciones 
generales del mercado, para permitir el ofrecimiento de un servicio de acuerdo a 
niveles económicos flexibles y según la capacidad económica de los usuarios.  
 
Las tarifas impuestas  por las operadoras del servicio de telefonía celular,  
conferidos por medio de licencias, serán elaboradas de acuerdo a un control 
tarifario aprobado por TELCOR, pues como ente regulador le corresponde 
garantizar la eficiencia en el uso y manejo de los recursos, para el favorecimiento 
de la expansión geográfica de las telecomunicaciones en Nicaragua, en razón de 
una competencia libre, leal y sostenible en beneficio de los usuarios. 
 
Para la imposición de tarifas es necesario tomar en cuenta criterios razonables y 
justos, además de tomar en consideración los siguientes principios, que se 
establecen en el arto 79 del Regl a la ley 200: el primer principio sería el que los 
operadores del servicio de telefonía celular deberán aplicar y establecer bajo una 
misma estructura tarifaria los correspondientes precios; la finalidad de imponer 
planes tarifarios  es permitir la recuperación de los gastos y costos en que incurren 
las operadoras para la prestación del servicio telefónico, más una utilidad o 
ganancia razonable; la estructura tarifaria se basara en elementos 
consistentemente definidos y disponibles en forma desglosada, la formulación y 
elaboración de las tarifas deben ser perfiladas en la promoción del uso eficiente 
del servicio, que tiendan a ser competitivos entre las empresas que realicen de 
forma semejante la prestación de este servicio.  
 
  
Asimismo cabe destacar que todas las tarifas, así como los mecanismos o 
procedimientos para su aplicación, deberán estar al alcance del conocimiento del 
público en general, de la manera más sencilla que sea posible y sin restricciones. 
 
Como en esta investigación corresponde el estudio de los servicios de telefonía 
celular, solamente me referiré a las tarifas creadas e impuestas para la prestación 
de este servicio. Como se mencionó anteriormente en el contrato de Licencia para 
la prestación de este servicio se establecen los correspondientes criterios y 
métodos para la determinación de los precios que se cobren por la prestación del 
servicio de telefonía celular, pero será TELCOR quien los apruebe, para ello es 
necesario que la operadora presente ante TELCOR la debida solicitud que 
contenga la información necesaria sobre la tarifa requerida, en un plazo no menor 
a noventa días a la fecha en que la tarifa sea efectiva. 
 
Le corresponde a TELCOR el estudio de la respectiva solicitud, debiendo 
responder sobre ésta en un plazo máximo de noventa días, durante este tiempo la 
operadora solicitante podrá pedir aclaraciones con respecto al contenido de la 
respuesta emitida. Una vez transcurrido los noventa días contados a partir de la 
fecha de presentación de la tarifa o cambio de la misma y la entidad no se ha 
pronunciado en cuanto a ello, entonces la tarifa se tendrá por aprobada, todo esto 
en razón a lo contenido en el arto 80 del Regl a la Ley 200. Pero cabe mencionar 
que en el arto 74 de la Ley 200 se establece que dichas tarifas entraran en 
vigencia una vez que se hayan publicado respectivamente en La Gaceta, así como 
también en dos periódicos nacionales por lo menos en tres ocasiones dentro de 
los treinta días anteriores a su entrada en vigencia.  
 
Tales publicaciones deben contener los precios, los planes tarifarios, ofertas, 
promociones, descuentos y cualesquiera otras modalidades de cobro que puedan 
utilizar los Operadores por los servicios que prestan. Asimismo de acuerdo al arto 
83 del Reglamento General de Tarifas, estas publicaciones deben contener 
información  tal como una breve descripción del servicio al cual se impone la tarifa, 
una estructura de la tarifa anterior en caso de  modificación de las tarifas, así 
como la fecha a partir de la cual entrará en vigencia. 
 
Los operadores establecen las tarifas en dependencia del servicio que presten, 
tomando en consideración la capacidad económica de los usuarios, y lo hacen por 
medio de “Planes Tarifarios”, los cuales son: “un conjunto de precios, cargos, 
términos y condiciones, correspondiente a cada uno de los servicios que integran 
una canasta de servicios y que se aplica en forma conjunta al usuario que opta por 
ese Plan Tarifario.” (arto 3 Rgl de tarifas). En nuestro sistema de telefonía celular 
las operadoras del servicio establecen o funcionan a través de la implementación 
de un sistema de planes tarifarios tales como: Planes Prepago, Planes Pospago, 
Planes Cuenta Controlada, otros planes son los Corporativos y planes PYME 
(pequeña y mediana empresa). 
 
  
Los Planes Prepagos consisten en aquellos precios que se imponen al usuario en 
razón del uso de tiempo aire (minutos), de acuerdo a un costo que va determinado 
en razón del tiempo que se quiera, el usuario efectúa un pago por minutos, y en 
ese momento dispone del servicio, de tal manera que cada vez que el usuario 
efectué una cantidad en forma de pago dispondrá de los minutos que pague, es 
decir que puede hacerlo en cualquier tiempo o momento sin que ello le afecte 
económicamente, para este tipo de plan no se realiza ningún tipo de contratación 
por el servicio, solamente con adquirir el equipo basta. Actualmente la tarifa final 
máxima aprobada por TELCOR para este tipo de plan es de 0.50 centavos dólar 
por minuto, manteniendo su valor en relación al córdoba. (Anexo cuadro de plan 
tarifario aprobado por TELCOR). 
 
Los Planes Pospago, son aquellos para los cuales se debe realizar la 
correspondiente suscripción de un contrato por adhesión, del cual se abordó en el 
capítulo anterior, pero cabe recordar que es aquel que consiste en la elaboración 
de un contenido de condiciones generales, bajo la elaboración de clausulas 
preestablecidas y por lo tanto unilaterales por parte de la empresa, donde el 
usuario o consumidor solo le queda la libre voluntad de adherirse a esas 
condiciones. En este caso es un contrato pues, en el cual a manera de formato, se 
llenan una serie de datos generales y se determina el plan y servicio, así como 
también el equipo del cual se dispondrá, durante un tiempo determinado o 
indeterminado, que podrá renovarse cada cierto tiempo, o suspender el servicio, 
bajo cualquier penalidad contenida en el contrato.  
 
Estos planes varían en cuanto a sus mensualidades, de acuerdo a la tablada 
tarifaria aprobada por TELCOR, sus precios van desde $12, $50, $100 hasta $ 
1800, precios que en ocasiones incluyen el valor del equipo. Estos precios 
incluyen minutos mínimos desde 25, 140, 650 hasta 1,000, pero si el usuario se 
excede en el uso de estos minutos mínimos, la operadora realizará el respectivo 
cobro en el uso de minutos excedentes o adicionales. 
 
Finalmente en cuanto al Plan Cuenta Controlada, es un plan tarifario similar al 
Plan Pospago en cuanto a la elaboración de su respectivo contrato para la 
prestación del servicio que corresponde, tiene los mismos precios y sus costos 
son semejantes, a diferencia que en éste tipo de plan tarifario se establece el 
mínimo de minutos, que una vez que el usuario los consuma, no podrá efectuar 
mas llamadas, pues no cuenta del servicio de minutos excedentes o adicionales, 
pero eso le permite hacer uso del sistema de recarga, comprando de manera 
personal los minutos que desee utilizar. 
 
 
 
  
3.4INFRACCIONES Y SANCIONES 
 
El otorgamiento de una Licencia para prestar el servicio de telefonía celular va en 
razón de ofrecer e implementar un desarrollo de las telecomunicaciones en 
Nicaragua, gracias a la utilización de dispositivos tecnológicos avanzados que 
permiten que las comunicaciones hoy en día sean tan fáciles y eficientes. 
TELCOR siendo el ente regulador le corresponde la tutela en el buen uso y 
manejo del Espectro Radioeléctrico por parte de los operadores, así como también 
el cuido en la instalación de antenas y todas las redes respectivas para el 
ofrecimiento del servicio, gracias a la creación de mecanismos normativos es que 
el legislador prevé que se efectué la aplicación de dichas normas como medio de 
protección y regulación de las actividades correspondientes a las 
telecomunicaciones. 
 
Muchas veces  los titulares de Licencias, concesiones, permisos o autorizaciones 
para prestar cualquiera de los servicios de telecomunicaciones transgreden lo 
acordado en el contenido del contrato con respecto a las infracciones que se 
establecen en la prestación del servicio, realizando actos que influyen de manera 
negativa en la prestación del servicio a los usuarios, es por ello que la Ley 200 se 
encarga de establecer una serie de infracciones en las que posiblemente pueden 
incurrir los prestadores del servicio de telecomunicaciones,  
así como también las respectivas sanciones que castiguen a los infractores de 
cualquiera de las infracciones señaladas. 
 
De acuerdo a lo establecido en los artículos del 81 al 84 de la Ley 200, las 
infracciones se clasifican en: infracciones muy graves, infracciones graves e 
infracciones leves. Las infracciones muy graves son aquellas en las cuales la 
conducta infractora transgrede de manera más a fondo las funciones establecidas 
para el uso, manejo y explotación del espectro radioeléctrico, así como los medios 
que se utilizan para la prestación de los servicios de telecomunicaciones, entre las 
cuales se encuentran: 
 
1) Realizar cualquier actividad relacionada con la prestación de los servicios de 
telecomunicaciones sin la correspondiente concesión, licencia, permiso o 
autorización. 
 
2) Utilizar el espectro de frecuencia radioeléctrica que no le haya sido asignada o 
para un uso distinto al autorizado. 
 
3) Interferir o interceptar intencionalmente los servicios de telecomunicaciones, 
afectar su funcionamiento e incumplir intencionalmente las leyes, reglamentos, 
tratados, convenios o acuerdos internacionales de telecomunicaciones en los 
cuales Nicaragua es parte, siempre y cuando se compruebe dolo manifiesto. 
 
  
4) Utilizar en forma fraudulenta o ilegal los servicios de telecomunicaciones, en 
perjuicio de las responsabilidades civiles y penales correspondientes. 
 
5) Negarse, obstruir o resistirse a las inspecciones que ordene el organismo 
regulador. 
 
6) Negarse, obstruir o resistirse a la interconexión de otras redes y equipos 
terminales de usuario aprobados por TELCOR. 
 
7) Emitir señales de identificación falsa o engañosa. 
 
8) Utilizar fraudulentamente los servicios de telecomunicaciones, para evadir el 
pago por su utilización. 
 
9) Cometer en el plazo de un (1) año, dos o más infracciones graves. 
 
10) Otras que se especifiquen en las concesiones, licencias, autorizaciones y 
permisos, contratos y en el reglamento de la presente Ley. 
 
Se consideran infracciones graves según la Ley aquellas en las cuales se 
produzca la negación de datos técnicos requeridos por el organismo previsto, así 
como el suministro de información falsa o tendenciosa; en caso de existir 
reincidencia en la producción no intencional de interferencias perjudiciales; la 
negación a interconectar u obstruir a redes y equipos terminales de usuarios 
aprobados por TELCOR; así como también aquellas infracciones contenidas en 
los contratos de licencia, concesión, autorizaciones y permisos. 
 
Dentro de las infracciones leves se encuentran la producción no intencional de 
interferencias perjudiciales por primera vez, además de cualquier otra conducta 
infractora establecidas en  la respectiva ley de la materia no prevista que suponga 
el incumplimiento de las obligaciones de los operadores o usuarios. 
 
Toda persona es responsable de las conductas infractoras en las que pueda 
incurrir, por lo tanto también lo será de las penas respectivamente señaladas en la 
normativa, y en algunos en caso será responsable en la obligación de resarcir los 
daños y perjuicios ocasionados por su conducta infractora. Las sanciones que 
corresponden a los tipos de infracciones establecidos en la ley, corresponden a 
una sanción pecuniaria, es decir, a multas que varían dependiendo del servicio de 
telecomunicación que se ofrece, en el caso del servicio de telefonía celular, 
conforme al arto 86 de la Ley 200 “el monto de las multas según se trate de 
infracciones leves, graves o muy graves se establecerá sobre un porcentaje de la 
facturación conforme lo disponga el respectivo contrato. Los montos antes 
establecidos podrán ser actualizados cada año mediante acuerdo administrativo 
publicados en La Gaceta, Diario Oficial y en dos diarios de circulación Nacional.” 
 
  
Las operadoras del servicio de telefonía celular que incurran en cualquier tipo de 
infracción, ya sea infracción muy grave, grave o leve, de conformidad al Acuerdo 
Administrativo No. 171-2002, “Actualizaciones de montos de multas establecidas 
en la Ley 200”, publicado en la Gaceta no. 6 del nueve de enero del dos mil tres, 
se sancionaran de la siguiente manera:  
 
Si se trata de infracciones muy graves se sancionara con multas sobre la base del 
porcentaje del 2.5% sobre los ingresos brutos del mes, durante el cual se cometió 
la infracción. En caso de incurrir en una infracción grave se sancionara con multas 
sobre la base del porcentaje del 2% sobre los ingresos brutos del mes. Y 
tratándose de una infracción leve se sancionara con multas sobre la base del 
porcentaje del 1% sobre los ingresos brutos del mes. 
 
El procedimiento de imposición de sanciones por parte de TELCOR se encuentra 
establecido en el Reglamento a la Ley 200. TELCOR siendo la entidad 
responsable y que debe ejercer una actividad regulatoria en el marco de las 
telecomunicaciones, en los casos donde exista una conducta infractora por parte 
de las operadoras de este servicio, debe realizar las investigaciones 
correspondientes a los supuestos hechos que acaecen, ya sea de parte interesada 
o de oficio, con la finalidad de imponer una respectiva sanción dentro de los limites 
señalados según la infracción de que se trate, tomando en consideración las 
situaciones agravantes y atenuantes en su caso. Deberá notificar al infractor sobre 
la infracción cometida, el cual según el arto 100 del Rgl tendrá el término de tres 
días más el término de la distancia para contestar.  En caso de existir hechos que 
probar se abrirá a prueba durante diez días improrrogables, por lo que el Director 
de TELCOR emitirá su fallo en el término de quince días. Cabe mencionar que 
contra la resolución emitida cabe recurso de reposición, así lo establece el arto 91 
de la Ley 200. 
3.5ENTE REGULADOR DE LAS TELECOMUNICACIONES 
Las comunicaciones en Nicaragua están calificadas constitucionalmente en el 
precitado artículo 105 párrafo primero, el que literalmente establece que: “Es 
obligación del Estado promover, facilitar y regular la prestación de los servicios 
públicos básicos de energía, comunicación, agua, transportes, infraestructura vial, 
puertos y aeropuertos a la población, y es derecho inalienable de la misma el 
acceso a ellos…” En nuestro caso nos corresponde el estudio del servicio de 
comunicaciones, el cual, por lo tanto es considerado  como un servicio público 
básico, cuya prestación genera  derechos y obligaciones por parte de los usuarios 
y de las empresas operadoras de este  servicio; y  por ello el Estado conforme el 
artículo antes mencionado, detenta la obligación de promover, facilitar y regular la 
prestación de los servicios que generan las comunicaciones, sin reservarse la 
prestación de los mismos, sino más bien alentando la participación de los 
particulares e interviniendo cuando se hace necesario para brindar a la población 
el acceso universal a la información. 
  
Mediante Decreto Ley No. 1053 del 05 de junio de 1982, publicado en La Gaceta 
diario oficial no. 137 del 12 del mismo mes y año, se creó el Instituto Nicaragüense 
de Telecomunicaciones y Correos (TELCOR), como Ente Regulador de las 
Telecomunicaciones y los Servicios Postales, estableciendo las facultades legales 
para el cumplimiento de sus objetivos;  los lineamientos para su organización y en 
general establece el marco de acción mediante el cual debe funcionar. 
De conformidad al artículo primero del decreto antes mencionado se establece 
que TELCOR es una entidad descentralizada, dotada de personalidad jurídica, de 
duración indefinida, con su propio patrimonio y además con plena capacidad para 
la adquisición de derecho y de contraer obligaciones. 
En cuanto a la representación, Dirección y administración de TELCOR, según el 
arto 5 del decreto 1053, estará a cargo de un Director General con rango de 
Ministro, seguido a la vez por tres Sub-Directores con rango de vice Ministros. El 
Director de dicha Institución es el funcionario ejecutivo superior, por ende es el 
representante legal de la Institución, y será el responsable de dirigir, coordinar, 
controlar y vigilar la actividad de la Institución, de acuerdo a las normativas 
correspondientes. En cuanto a los tres Sub-Directores, estos estarán 
subordinados al Director, desempeñarán las funciones que éste le delegue y por lo 
tanto colaborarán en la Dirección y Administración de TELCOR. 
3.5.1Funciones y Atribuciones 
El Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y correos (TELCOR), para lograr 
conseguir un desarrollo socio-económico acreciente en el país; es necesario que 
se tenga como objetivo el desarrollo de las funciones de planificación, ejecución 
de proyectos a largo y mediano plazo, así como la operación y mantenimiento de 
los servicios de telecomunicaciones tanto a nivel nacional como a nivel 
internacional. Por lo que de conformidad al arto. 3 del decreto 1053, se establecen 
una serie de Facultades atribuibles a dicha entidad, entre las cuales figuran las 
siguientes:   
a) Controlar todo lo relativo a las actividades en las ramas telefónicas, telegráficas, 
postal facsímil, radiofoto, datos telefrecuencias, filatelias, o cualquier otro servicio 
relativo conocido o por conocerse en el campo de las telecomunicaciones, para 
lo cual tendrá que participar en actividades d planificación y ejecución de 
proyectos, en todos estos campo o en cualquier otra actividad mencionada con 
sus objetivos 
 
b) Constituir nuevas sociedades o empresas que favorezcan el desarrollo de las 
comunicaciones en general, ya sea con su sola participación o en empresas 
mixtas, siempre que esas nuevas sociedades o empresas se constituyan con fines 
de servicios similares a los propios de TELCOR, y para ese propósito podrá 
  
aportar, o pagar en su caso, cantidades en efectivo, o cualquier tipo de equipos o 
bienes muebles de su Patrimonio; 
 
c) Designar la Representación que le corresponda en los órganos de Dirección de 
las Sociedades o Empresas en que TELCOR tenga participación; 
 
d) Contratar empréstitos, ya sea procedentes del Sistema Financiero Nacional o 
de fuentes extranjeras, todo de acuerdo a las normas dictadas por el Gobierno 
Central, pudiendo otorgar dentro del giro normal de sus actividades toda clase de 
garantías sobre sus bienes; 
 
e) Ejecutar, dentro del giro normal de actividades, en relación a sus bienes, 
muebles, inmuebles o equipos todos los actos o contratos necesarios o 
conducentes al logro de sus objetivos. En otros casos se necesitará autorización 
previa de la Contraloría General de la República. Cuando exista duda acerca de la 
naturaleza de la operación, la misma Contraloría deberá determinar si ésta se 
encuentra o no dentro del giro normal de actividades de la Institución, 
procediéndose en seguida de acuerdo con el párrafo anterior; 
 
f) Efectuar la debida cobranza por todos los servicios que preste; todo de acuerdo 
a las tarifas legalmente aprobadas y a las normas que se establezcan en el 
Reglamento de esta Ley; 
 
g) Autorizar las compras que en el extranjero haga cualquier otro organismo, 
público o privado, persona natural o jurídica, de nuevos equipos de 
comunicaciones y sus ampliaciones, para su uso o negociación en el país, a fin de 
garantizar la óptima eficiencia de los sistemas de comunicaciones ya establecidos 
exceptuando las fuerzas armadas, radiodifusión y televisión; 
 
h) Representar al país ante todos los Organismos Internacional de 
Comunicaciones; 
 
i) Realizar todo tipo de instalaciones con el fin de lograr el desarrollo de los 
objetivos para los cuales fue creada la Institución; 
 
j) Cualquier otra atribución que le sea señalada por la Ley. 
 
Sin la previa autorización de TELCOR ninguna persona natural o jurídica podrá 
desarrollar las actividades relacionadas con los objetivos que asigna a dicha 
Institución la presente Ley. 
 
El Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos (TELCOR), en uso de 
las facultades y atribuciones regulatorias que le concede el artículo 1 de la Ley 
General de Telecomunicaciones y Servicios Postales y el artículo 165 del 
Reglamento del mismo cuerpo de ley, ha emitido una serie de Reglamentos 
básicos de aspecto regulatorios y  
  
normas complementarias necesarias para el mejor cumplimiento de sus funciones, 
mismo que fueron emitidos atendiendo  las particularidades del mercado de 
telecomunicaciones de nuestro país.  
Estos Reglamentos generales emitidos por TELCOR deberán contener las 
correspondientes disposiciones normativas que deben cumplir los usuarios y 
operadores de los servicios prestados por dicha entidad, estableciendo en éstos 
las respectivas sanciones consistentes en multas de acuerdo con la gravedad de 
la infracción. (art 13, Decreto 1053). 
El cumplimiento de las disposiciones normativas y funcionales establecidas en el 
decreto 1053 por parte de TELCOR, garantizaran el desarrollo sostenido, 
ordenado y eficiente de las telecomunicaciones, así como también el ofrecimiento 
de un amplio servicio de telecomunicaciones con calidad y eficiencia, lo cual 
permitirá la extensión de estos servicios, pero siempre utilizando y explotando el 
espectro radioeléctrico como recurso natural, de forma racional, asegurando los 
intereses y derechos de todos los usuarios. Siendo éste de dominio público, está 
sujeto al control por parte del Estado, bajo la administración y regulación por 
TELCOR. (art. 4, ley 200). 
En cuanto a las atribuciones del Director de la entidad, conforme al arto 7 del 
decreto 1053, se establecen las siguientes: 
a) Representar legalmente a la Institución con facultades de mandatario 
generalísimo, tanto en asuntos judiciales como extrajudiciales, sin perjuicio de las 
limitaciones establecidas en esta Ley; 
 
b) Representar a la Institución en sus relaciones con el Gobierno Central, otros 
Organismos Gubernamentales y los Organismos Internacionales, así como 
delegar esta función cuando los juzgue necesario; 
 
c) Organizar, dirigir, coordinar, controlar y vigilar todas las actividades de la 
Institución, pudiendo delegar cuando lo juzgue necesario alguna de estas 
funciones, en los funcionarios que crea conveniente; 
 
d) Otorgar poderes especiales de cualquier clase o naturaleza, poderes generales 
de administración y poderes judiciales con las facultades especiales que juzgue 
necesarias; 
 
e) Someter a la consideración de la Junta de Gobierno de Reconstrucción 
Nacional, todos aquellos asuntos cuya ejecución no puede llevarse a cabo sin la 
debida aprobación de la misma; 
 
f) Elaborar y modificar los Reglamentos necesarios para la organización interna de 
la Institución, en todo lo no previsto por la Ley; 
  
g) Aprobar los proyectos de desarrollo y operaciones de servicios de la Institución, 
así como las modificaciones que sean necesarias para adecuarlas a sus objetivos 
cuando varíen las condiciones en que se fundamentaron; 
 
h) Autorizar, a las personas naturales o jurídicas el desarrollo de las actividades 
relacionadas con los objetivos de la Institución, por períodos no mayores de un 
año; 
 
i) Elaborar cuando se estime oportuno un proyecto que modifique las tarifas 
existentes a fin de ser sometidas a la aprobación de la Junta de Gobierno de 
Reconstrucción Nacional; 
 
j) Nombrar, suspender y remover a los Jefes o Responsables de Arcas, 
Departamentos o Secciones y demás funcionarios de la Institución; 
 
k) Ejecutar todos los actos y celebrar todos los contratos que expresa o 
tácitamente estuvieron comprendidos dentro de los objetivos de la Institución, 
inclusive aquellos que fuesen consecuencia necesaria de los mismos, en los 
términos consignados en el Artículo 3, inciso e, de esta Ley. 
 
Todo ello con la única finalidad de ejercer una dirección correcta de los servicios 
de telecomunicación, asegurando y garantizando el cumplimiento de las 
disposiciones contenidas en la ley de la materia, para el alcance de un desarrollo 
socio-económico.  
 
Así como también para asegurar el cumplimiento de la normativa vigente en 
materia de servicios de telecomunicaciones y correo,  como para garantizar el 
cumplimiento de las metas de calidad y expansión de los servicios autorizados por 
el Regulador, dicha  entidad deberá llevar a cabo distintos mecanismos de 
supervisión. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
CAPÍTULO IV: DE LOS USUARIOS 
 
Como se dijo anteriormente dentro del tráfico de bienes y servicios nace una 
relación jurídica que vincula a dos partes, las cuales dan origen a la determinación 
de condiciones, obligaciones y derechos en cuanto a la prestación de servicios o 
en la distribución de bienes. Se habló que de esa relación jurídica se desprenden 
los sujetos del consumidor y el proveedor, que de acuerdo al tema en estudio se 
trata de operadores del servicio de telecomunicaciones, y de los usuarios de este 
servicio, a manera de sinónimos. A continuación se explicará en qué consiste la 
posición de usuario en el ofrecimiento de los servicios de telecomunicaciones. 
 
 4.1DEFINICIONES DE USUARIOS 
 
Nuestra Ley 182, en su arto 4 inciso a, nos ofrece una definición de consumidores, 
estableciendo que: “Consumidores es toda persona natural o jurídica que 
adquiera, utilice o disfrute como destinatario final bienes, productos o servicios de 
cualquier naturaleza.” Es decir que de la cadena de producción hasta la 
comercialización de bienes o en su caso la prestación de servicios, se tiene como 
consumidor al sujeto que como destinatario final adquiere cualquiera de esos 
bienes o servicios, pero que de hecho no participa en la producción, fabricación o 
distribución de los mismos. La ley en su caso se encarga de ejercer un medio de 
protección a ese sujeto, que por su posición puede padecer de una serie de 
arbitrariedades por parte de los proveedores de bienes y servicios. 
 
Asimismo cabe mencionar que dicho concepto no hace la correspondiente 
disertación en cuanto al alcance de consumidor como persona jurídica, dejando de 
tal manera un amplio concepto que tiende a confundir, en cuanto a aquellas 
personas jurídicas que adquieren, almacenan o utilicen bienes o servicios a 
manera de integrarlos en sus procesos de producción, comercialización o 
prestación a terceros, pues la ley debía distinguir al consumidor dentro de sus 
actos de consumos, de aquellos actos de empresa. Tal vez el espíritu de la ley se 
refiere a consumidores como personas jurídicas en cuanto a aquellas sin fines de 
lucro, tales como Sindicatos, Asociaciones y fundaciones.  
 
El profesor Orúe, (2003) comenta acerca de los diferentes conceptos que se han 
establecido con respecto al término consumidor, a continuación los siguientes:  
 
             Se habla de un concepto abstracto de consumidores cuando se identifica al 
consumidor con el ciudadano. Ejemplo concreto es cuando el Presidente Kennedy 
se dirigió al Congreso de los Estados Unidos de América en relación a una política 
de defensa de los consumidores. “Consumidores por definición, somos todos.” Se 
afirma que la noción abstracta de consumidor se fundamenta en la protección a los 
consumidores. Por tanto se refiere a una noción que se exprese en políticas de 
protección a los consumidores y no para la atribución de derechos individuales en 
calidad de consumidor final. Cabe distinguir básicamente dos nociones concretas: 
  
una noción amplia que se refiere al consumidor como cliente, y otra noción 
restrictiva que se considera al llamado consumidor final.  
              
             Dentro de la noción de consumidor como cliente, se incluye a cualquier persona 
que interviene en relaciones jurídicas situadas en la posición de demanda en un 
hipotético y convencional vínculo con el titular de la oferta.  
 
             La noción de consumidor final debe comprender todo usuario de un producto o de 
un servicio, sin tener que considerar la naturaleza de la relación jurídica operada 
por el transferente del bien o de la prestación, ni de la misma existencia de la 
transacción. Esta noción corresponde al denominado sistema subjetivo, que es el 
que siguen la mayoría de las legislaciones, inclusive la nicaragüense. (P.p. 90-91). 
 
Como es de apreciarse de acuerdo a las nociones antes mencionadas, se puede 
establecer como criterio general que el consumidor al verse inmerso dentro de un 
mercado tan amplio en el ofrecimiento de bienes y en la prestación de servicios, y 
siendo el destinatario final de estos, necesita realizar actos de consumo que 
contribuyan en el crecimiento  de un mejor estilo de vida. 
 
En materia de telecomunicaciones, como se ha dicho es un servicio que presta 
una operadora, de acuerdo al otorgamiento de una concesión, licencia, permiso o 
autorización, un servicio que tiene como destinatario final al consumidor, y que de 
acuerdo a esta materia y las normativas correspondientes se le denomina 
“usuario”.  
 
Según lo establecido en el arto 76 de la Ley 200, se define al usuario como: “toda 
persona natural o jurídica que, mediante el uso de un equipo terminal, tiene 
acceso autorizado a un determinado servicio de telecomunicaciones.” Como esta 
investigación es referida al servicio de telefonía celular, entonces se puede decir 
que, el usuario de este servicio es aquel que mediante la adquisición de un equipo 
terminal, (celular) es el destinatario final en el uso de este servicio de acuerdo a 
condiciones especificas de manejo y utilización de estos equipos, así como 
también conforme al ofrecimiento de los distintos planes ofertados por los 
operadores del servicio de telefonía celular. 
 
4.2DERECHOS DE LOS USUARIOS FRENTE A ESTE TIPO DE 
CONTRATACIÓN 
 
El desarrollo de la producción industrial propone al consumidor distintos y cada 
vez más novedosos medios de adquisición de bienes, con la gran capacidad de 
fomentar o desarrollar una demanda para la satisfacción de los actos de consumo, 
y que supuestamente vienen encaminadas a suplir las necesidades de los 
consumidores, pero que realmente funcionan en virtud de condicionamientos, se 
podría decir psicológicos, mediante la creación de un marco falseado en la 
seguridad de la adquisición de estos bienes y servicios, es por ello que el 
  
legislador propone la creación y aplicación de un marco normativo que tutele y 
asegure el cumplimiento de los derechos consagrados. En nuestra Legislación se 
encuentran contemplados los derechos de los consumidores en el arto 12 de la 
Ley 182, a continuación los menciono:  
 
1) Protección a la salud y seguridad en el consumo de bienes y servicios 
 
2) Educación para el consumo 
 
3) Una información veraz, oportuna, clara y adecuada sobre los bienes y servicios 
disponibles en el mercado 
 
4) Un trato equitativo y no abusivo por parte de los proveedores de bienes y 
servicios 
 
5) Reparación integral, oportuna y adecuada de los daños y perjuicios sufridos y 
que sean responsabilidad del proveedor 
 
6) Exigir el cumplimiento de promociones y ofertas cuando el proveedor no cumpla 
 
7) Asociarse y constituir agrupaciones de consumidores 
 
8) Acceder a los órganos administrativos o judiciales correspondientes para la 
protección de sus derechos y legítimos intereses 
 
9) La preservación de un medio ambiente adecuado que garantice la conservación 
y desarrollo de los recursos naturales 
 
10) Reclamar a las Instituciones del Estado la negligencia por los servicios 
públicos prestados y que hayan producido un daño directo al consumidor 
 
11) Estar protegido en relación a su vida, seguridad y sus bienes, cuando haga 
uso de los servicios de transporte, todo a cargo de los proveedores de estos 
servicios, que tienen que indemnizarlos cuando fueren afectados. 
 
Como en esta investigación corresponde el estudio y razonamiento de las 
contrataciones efectuadas para la prestación del servicio de telefonía celular, cabe 
destacar en el presente acápite el análisis de los derechos de los usuarios 
contemplados en el contrato por adhesión y que asimismo se desprende de él 
derechos que aunque no se establezcan en dichos contratos, ya sea por el uso de 
mecanismos abusivos o arbitrarios, son derechos que la ley contempla, y que por 
supuesto son derechos irrenunciables, y que además los usuarios pueden hacer 
valer conforme a los medios de protección que el mismo cuerpo de ley establece.  
 
 
  
Se mencionó anteriormente que para el uso y aplicación de estos contratos por 
adhesión por parte de los operadores del servicio de telefonía celular, tenían 
previamente que estar debidamente autorizados por TELCOR. Tal como lo 
establece el arto 77 de la Ley 200, “Los derechos y deberes de los usuarios 
deberán ser establecidos en los contratos que se celebren entre éstos y el 
operador, cuyo texto deberá ser aprobado por TELCOR salvo en el caso de los 
servicios no regulados.” 
 
Asimismo en los párrafos que anteceden se hizo mención de que en Nicaragua 
existen dos compañías operadoras del servicio de telefonía celular, razón por la 
cual son dos contratos tipos de los cuales se ha hecho referencia, y se han 
establecido las disconformidades que estos contienen, pues en sus clausulas se 
establecen condiciones que van más allá de las que realmente deben 
establecerse en un contrato de tal naturaleza, y que se establecen mas 
obligaciones por parte de los operadores hacia los usuarios, que derechos que les 
protejan en caso de la prestación de un mal servicio. Es por ello que se tratará de 
reflexionar acerca de aquellos derechos que se establecen en los contratos por 
adhesión, así como aquellos que se han dejado sin mención.  
 
Los usuarios del servicio de telefonía celular, tienen derecho a la seguridad en la 
prestación de éste servicio por parte de las operadoras, así como también es 
obligación del Estado garantizar el control de la calidad de bienes y servicios, esto 
según lo dispuesto por nuestra Carta Magna, es por ello que el Estado debe 
encargarse de adoptar medidas de protección y seguridad, procurando la correcta 
tutela de este derecho. El derecho a la seguridad se comprende de dos aspectos, 
seguridad física en cuanto a la protección de la salud, que el uso y prestación de 
este servicio no implique un posible riesgo o daño a la salud del usuario; y de 
acuerdo a una seguridad jurídica, pues es necesario la creación de un completo 
control normativo por parte del Estado y de las Instituciones correspondientes para 
la tutela de los derechos consagrados. 
 
La prestación del servicio de telefonía celular debe ofrecerse observando los 
mecanismos, instrucciones y las correspondientes normas, con el fin de garantizar 
la seguridad de los usuarios en el funcionamiento de este servicio, pues debe ser 
conforme a aquel principio constitucional que establece que toda persona tiene 
derecho a la inviolabilidad de todo tipo de comunicación, es por ello que las 
operadoras deben prestar un servicio que no violente la confidencialidad de las 
llamadas, así como también no deben interceptar o interferir llamadas o mensajes 
de textos, por lo tanto debe existir plena seguridad en el funcionamiento y 
ofrecimiento del servicio, evitando así que se violenten las telecomunicaciones. 
 
Otro aspecto del que se mencionaba conforme  al derecho de la seguridad, es en 
el aspecto de la seguridad física, pues es cabal mencionar que muchos estudios 
científicos han establecido que el uso del teléfono móvil produce daños biológicos, 
tales como cáncer o afectaciones al sistema inmunológico, entre otras 
afectaciones; el Estado debe adoptar las correspondientes medidas para evitar un 
  
daño directo a la población, realizando un control disciplinario y por supuesto 
normativo en el manejo y uso de todos los instrumentos que hacen posible las 
comunicaciones, tales como es el caso del establecimiento de antenas, las cuales 
generan patrones de radiación que ponen en peligro la salud de la población del 
sector donde se encuentra, es por ello que las operadoras deben acatar la 
normativa correspondiente a la instalación de estas y de los enlaces 
correspondientes, para evitar así un riesgo a la salud pública. 
 
Otro de los derechos a estudiar es el derecho a la información, el usuario tiene 
derecho a recibir una información veraz, oportuna, clara y adecuada en cuanto a 
los bienes y servicios que pretende adquirir, con la finalidad de permitir al usuario 
identificar objetiva y claramente los bienes y servicios, e identificar la 
responsabilidad que tienen las operadoras del servicio para con ellos; pues un 
usuario debidamente informado se encuentra en toda la capacidad de reclamar y 
hacer valer sus derechos cuando éstos sean transgredidos. 
 
El profesor Orúe (2003), al respecto opina que: 
 
             El derecho a la información no se refiere a un planteamiento abstracto, significa 
que la información mínima que debe indicarse consista en precio, contenido del 
etiquetado, fecha de vencimiento, folletos, avisos, duración de la promoción, 
reglamento sobre los premios a recibir en la promoción, etc. Información que el 
proveedor deberá cumplir, en caso contrario se incurre en violación de la LDC. 
(p.94). 
 
Es decir que, la información no debe estar referida en términos neutros con 
respecto al bien o servicio, sino que soporte las características de los mismos, 
pues de esa manera el usuario podrá conocer lo que concierne a la calidad y uso 
del bien, que en este caso trata de los equipos terminales (celulares), así como 
también lo concerniente  al funcionamiento del servicio telefónico. Ya que ello 
implica que, una vez adquirido el servicio de telefonía celular, el operador se 
encuentra en la obligación de proporcionar al usuario toda la información 
correspondiente a la modalidad del servicio que pretende adquirir, así como 
también las características derivadas del equipo terminal, según su uso y manejo.  
 
En el contrato de servicio por telefonía celular, debe establecerse todo tipo de 
información veraz, completa y oportuna en cuanto a la prestación del servicio y las 
cualidades y manejo de los equipos, en dicho contrato se establecerán las 
características comerciales, tales como: la cantidad o denominación del tiempo 
aire o saldo a favor del usuario, las tarifas acordadas, y debidamente aprobadas 
por TELCOR, la modalidad de pago, la vigencia del tiempo disponible por el 
usuario, así como también la vigencia del contrato, la realización de cualquier tipo 
de cobro, como lo son el cobro de minutos excedentes,  
 
 
  
de acuerdo al plan que se adquiera; información en cuanto a los centros de 
atención, el ofrecimiento de números de atención al cliente, el uso adecuado del 
equipo terminal así como mapas de cobertura, que permitan al usuario conocer los 
puntos geográficos donde puede brindarse el servicio sin ningún problema. 
 
Por lo que García y Jarquín, (2006) opinan que: 
 
             El derecho a ser informado debe ser comprensivo del objeto, causa y demás 
circunstancias del contrato de servicio, apunta tanto a su aspecto cognoscitivo y 
encierra una función preventiva del daño a la persona, pues una adecuada 
información, atendiendo las circunstancias de tiempo, modo y lugar es un eficaz 
instrumento de prevención. (p.64). 
 
Otro de los derechos conferidos a los consumidores o usuarios es el 
correspondiente a la promoción y protección de sus intereses económicos, es 
decir los referentes a exigir el cumplimiento de las promociones y ofertas ofrecidas 
por la operadora del servicio, cuando esta se niega a su cumplimiento, así como 
también al derecho que tienen los usuarios a un trato equitativo y no abusivo por 
parte de estas compañías.  
 
Un trato equitativo en razón a la relación jurídica que surge a partir del 
establecimiento o firma de un contrato de servicio de telefonía celular, donde la 
condición preponderante o de desventaja del usuario frente a las operadoras de 
este servicio juega un papel importante de acuerdo a la situación económica del 
usuario, que podría inducir a tratos discriminatorios, abusivos o arbitrariedades por 
parte de las operadoras, es en razón de lo cual la ley establece como derecho de 
los usuarios un trato equitativo en las relaciones jurídicas o comerciales y 
económicas que surtan a partir de la adquisición del equipo terminal o del 
ofrecimiento del servicio móvil.  
 
Es en razón a lo antes mencionado que debe constar una garantía en el 
cumplimiento de los derechos de los usuarios del servicio de telefonía celular, 
pues debe existir en la relación contractual un trato equitativo o igual, justo y no 
abusivo por parte de las operadoras del servicio hacia los usuarios, de tal manera 
que aseguren el cumplimiento de lo establecido en las normas de la materia.  
 
Muchas veces los usuarios adquieren el servicio de telefonía celular por medio de 
ofertas o promociones ofrecidas por los operadores de éste servicio, “las 
promociones y ofertas son estrategias de mercado diseñadas por los proveedores 
para atraer más consumidores y así aumentar sus ventas. A través de ésta se 
transmite la cualidad del bien o servicio y radica en un mecanismo de transmisión 
de información hacia los consumidores.” (García y Jarquín, 2006, p.71). Conforme 
el arto 2, inciso h del Reglamento a la Ley 182, la promoción es “la práctica 
comercial de ofrecer al público, bienes o servicios, con un incentivo adicional de 
corto plazo, sea éste de precios, entrega de bonos o de participación en rifas y 
concursos.”  
  
En el ofrecimiento de cualquier tipo de promoción en cuanto al servicio de 
telefonía celular se trata, surgen situaciones en las cuales los operadores de éste 
servicio ofrecen la adquisición de equipos terminales bajo planes, pero que en el 
momento de ser publicitados, no se brinda una información veraz y completa de 
acuerdo a la promoción que se ofrece, como por ejemplo, la adquisición de 
cualquier tipo de equipo gratis con un pago mensual de un precio cualquiera, que 
al momento en que el usuario quiere adquirir la promoción resulta que se le dice 
que realmente debe pagar un precio equivalente al valor del equipo en razón de 
garantía y que además pagará el precio establecido de acuerdo a un plan que 
hasta ese momento le hacen de su conocimiento.  
 
No obstante las promociones ofrecidas por las operadoras inducen al usuario a la 
confusión o engaño, lo cual en algunas ocasiones se puede considerar delito de 
estafa, pero que realmente no se está cumpliendo en transmitir una información 
exacta y completa. 
 
En cuanto al derecho a una reparación integral, oportuna, adecuada de los daños 
y perjuicios sufridos y que sean responsabilidad del proveedor, vale mencionar 
que el usuario del servicio de telefonía celular tiene derecho a una protección 
jurídica en cuanto al ofrecimiento de equipos que correspondan a condiciones de 
mercado adecuadas. En todo caso una vez que el usuario realice la adquisición de 
un equipo terminal o celular, es necesario que este bien sea ofrecido de acuerdo a 
condiciones seguras, que el operador pueda ofrecerle al usuario una mayor 
seguridad de las condiciones que representan al equipo, como bien lo establece el 
arto 72 del Regl a la Ley 182, al establecer que, en todo contrato u operación de 
venta de bienes muebles destinados para el uso personal, se tendrá como 
implícita la obligación de garantizar al comprador el funcionamiento normal, acorde 
a las especificaciones y el fin para el cual éstos se han fabricado. 
 
Pero este derecho también debe hacer efectivo el cumplimiento de una garantía 
establecida por el operador al momento en que el usuario contrate el servicio por 
telefonía celular o adquiera un equipo, pues en caso de ineficiencia del servicio o 
mal funcionamiento del equipo el usuario hace valer este derecho, exigiendo la 
reparación o reposición del equipo en su caso, o al mantenimiento del servicio; 
haciendo valer lo acordado en las promociones o condiciones contractuales, de 
acuerdo al funcionamiento de éste, pues el usuario tiene derecho a la prestación 
de un servicio de acuerdo a lo establecido en la ley, a que dicho servicio sea 
eficiente y de calidad, pues en caso de causar algún perjuicio, el usuario puede 
exigir al operador una compensación en caso de un servicio mal prestado.  
 
Por lo tanto cuando el equipo objeto de reparación, presente defectos que sean 
imputables a la operadora del servicio, el usuario tiene derecho a la reparación de 
su equipo sin costo alguno, así como también al derecho de reclamar por el 
surgimiento de un daño o perjuicio que amerite indemnización por parte de la 
compañía. (arto. 49 Rgl. 182). 
 
  
Asimismo es importante mencionar que los consumidores “deberán ser protegidos 
contra los abusos de poder de los proveedores. El derecho que tienen los 
consumidores es a que se le escuche, a hacer valer su posición frente a las 
autoridades, ante la formulación de políticas o resoluciones que pudieran afectar 
sus derechos.” (García y Jarquín, 2006, p.73). Es por ello que es importante que 
constituyan o se asocien en agrupaciones de consumidores, que tienen como 
finalidad la protección y defensa de los intereses de todos los consumidores. 
 
4.2.1Derecho al reclamo ante los operadores del servicio de telefonía celular 
 
Cuando el usuario sufre un daño o perjuicio de forma directa por parte de las 
compañía operadoras, en cuanto a la relación que surge a partir de la prestación 
del servicio de telefonía celular, éste tiene derecho a reclamar el incumplimiento 
de las condiciones acordadas por ambas partes en razón de la relación contractual 
de la cual se derivan una serie de derechos, y que el usuario debe hacer efectivos. 
 
Es por ello que la Ley 200 establece que “Los operadores de servicios públicos, 
Telefonía Celular y Televisión por suscripción deberán tener una oficina para la 
atención de quejas y reclamos de los usuarios, la cual deberá dar respuesta cabal 
y oportuna en los términos establecidos en el contrato.” (arto. 78). Pues como se 
dijo anteriormente, cuando el usuario considere que amerita la reparación del 
equipo que ha adquirido o que es necesario el mantenimiento del servicio, pues le 
está causando un perjuicio en tanto al uso que le da al servicio, puede acudir ante 
las correspondientes oficinas de atención al público por quejas y reclamos, para 
interponer su formal petición de reclamo o disconformidad por el servicio prestado. 
 
Cuando el usuario considere que se le está brindando un servicio de mala calidad, 
o que en su caso haya adquirido un equipo que conforme su uso ha demostrado 
estar en malas condiciones, la ley 182 en el arto 29 establece que el usuario 
deberá realizar directamente ante el expendedor el correspondiente reclamo ya 
sea verbal o escrito en un plazo de treinta días, por lo que el operador dará 
respuesta en un período máximo de diez días.  
 
El operador del servicio determinará las condiciones en que el equipo en cuestión 
del reclamo se encuentra, pues muchas veces los usuarios presentan los 
correspondientes reclamos, pero realmente el uso que le han dado al equipo 
desfavorece el cumplimiento de las funciones del mismo, y luego requieren al 
operador del servicio para que se le reponga o cambie el equipo, pero realmente 
no es así, las operadoras cuentan con un servicio técnico especializado que valora 
las condiciones en el uso que se le ha dado al equipo y en razón de ello 
determinan si amerita o no el reparo a costas de el operador o si es necesario la 
reposición.  
 
 
  
En cuanto a la prestación del servicio, cabe mencionar que en los contratos se 
establecen las condiciones y formas en que será prestado, además se establece 
el derecho que tienen los usuarios a que la prestación del servicio sea de acuerdo 
a condiciones de calidad y eficiencia, por lo que no podrá ser interrumpido por más 
de veinticuatro horas, a menos que sea por causa de caso fortuito o fuerza mayor, 
pues el incumplimiento de las operadoras en la prestación del servicio conduce a 
la posibilidad de causar un perjuicio al usuario, y por ende este está en su derecho 
de recurrir ante las operadoras y formalizar su reclamo.  
 
No obstante cualquier usuario de este servicio está en su derecho de exigir que se 
le garantice con calidad y eficiencia la prestación de dicho servicio, pues de no ser 
así presentará formal reclamo ante la operadora del servicio, y esta una vez que 
ha emitido su respuesta, deberá entregar una constancia correspondiente al 
reclamo con la finalidad que conste la realización del correspondiente tramite, en 
caso de que el usuario no esté conforme con la respuesta pueda hacer valer sus 
derechos recurriendo a la entidad encargada de regular las telecomunicaciones, 
que en su caso es TELCOR, procedimiento del cual se estará hablando a 
continuación. Así bien lo establece el arto 93 del Rgl a la Ley 182. 
 
4.3DERECHO A RECURRIR ANTE EL ENTE REGULADOR (TELCOR) 
 
La creación de un sistema normativo permite a los usuarios de todos los servicios 
de telecomunicaciones conocer las vías para poder hacer valer sus derechos, en 
cuanto al cobro de altas facturación injustificadas, por el cobro indebido de tarifas, 
por ser inducidos por medios de publicidad falsa o engañosa, debido al mal 
funcionamiento del sistema de telecomunicaciones y cualquier otro problema 
derivado de la prestación de este servicio, situaciones ante las cuales la ley le 
permite al usuario realizar el correspondiente reclamo ante las operadoras del 
servicio, y además estas se encuentran en la obligación de dar una respuesta 
cabal, oportuna y en tiempo según lo reclamado, asimismo la ley faculta al usuario 
a seguir los procedimientos o trámites correspondientes para recurrir ante la 
autoridad competente, que en su caso corresponde a TELCOR, quien se encarga 
de asegurar el cumplimiento de las obligaciones y garantizar los derechos de 
todos.     
 
Es por ello que la ley 200 en su arto 79 establece que: “El usuario que esté 
inconforme con la respuesta de la oficina de quejas del operador, o que no reciba 
respuesta podrá hacerlo del conocimiento de TELCOR, el cual iniciará un 
procedimiento para ordenar al operador el cumplimiento de su obligación, sin 
perjuicio de lo que establezcan las normas relativas a la protección y defensa del 
consumidor.” El usuario que decida hacer valer sus derechos ante TELCOR, le 
corresponde seguir el procedimiento establecido en el Reglamento para el trámite 
de reclamos de usuarios y operadores, el cual se expondrá en el siguiente acápite 
de esta investigación. 
  
4.3.1Procedimiento para recurrir ante el ente regulador 
 
Si bien el usuario del servicio de telefonía celular a formulado y tramitado cualquier 
tipo de reclamo ante la correspondiente oficina de quejas y reclamos de las 
operadoras de éste servicio, y no se ha resuelto de acuerdo al reclamo 
interpuesto, o según el caso, se encuentra inconforme con la respuesta recibida, 
no obstante podrá realizar el correspondiente tramite de reclamo o queja ante 
TELCOR en la Dirección  de Titulación y Atención a Operadores y usuarios, 
(DTA), donde se seguirá un procedimiento de acuerdo a lo contenido en el 
Acuerdo Administrativo No. 002-2005, “Reglamento de Reclamos de Usuarios y 
Operadores”, publicado en La Gaceta no.9 del trece de enero del dos mil cinco. 
La Dirección de Titulación y Atención a Operadores y Usuarios, tiene como 
funciones principales:  informar y orientar a los consumidores de servicios de 
telecomunicaciones y servicios postales sobre sus derechos y obligaciones, así 
como brindar servicios de información a las empresas en relación con sus 
derechos y obligaciones, respecto a prácticas restrictivas a la libre competencia; 
deben difundir las normas y acciones reguladoras que sean necesarias para 
garantizar el respeto de los derechos de los usuarios; facilitar a los usuarios los 
instrumentos o mecanismos institucionales que hagan valer sus derechos; y por 
supuesto recibir y tramitar los reclamos de los operadores y usuarios de los 
servicios postales. 
Es un procedimiento administrativo, que de acuerdo al arto 2 del Rgl de la materia, 
se regirá bajo los principios de Igualdad, Gratuidad, Oficialidad, Celeridad e 
Impugnación, pues la apertura de este proceso debe ser de acuerdo a lo acordado 
en las leyes y de acuerdo a un procedimiento justo, rápido  y apegado a la verdad. 
Cualquier usuario de los servicios de telecomunicaciones, y en este caso en 
especial del servicio de telefonía celular, o cualquier persona autorizada por éste, 
o bien las asociaciones de consumidores, pueden reclamar ante la DTA, por 
cualquier tipo de reclamo, ya sea en el caso de facturación, como es el caso de 
cobros injustificados; o por reclamos técnicos, tales como suspensión o calidad del 
servicio; y reclamos administrativos, como la no entrega a tiempo de la factura, 
falta de entrega de copia e incumplimiento del contrato así como también la 
negación a resolver en tiempo y forma los reclamos interpuestos por los usuarios 
ante los operadores. Cabe mencionar que dicho reclamo debe ser interpuesto en 
un término no mayor a noventa días hábiles, contados a partir del hecho o causa, 
(arto. 16 Rgl).  
El primer paso a dar en este procedimiento es que el usuario debe llenar un 
formato de reclamos, el cual contendrá los datos generales del usuario, los datos 
del operador del servicio, datos del reclamo, que se conformará por las facturas 
objeto del reclamo y la relación de hechos; se llenara un espacio en el cual el 
usuario describirá la posible solución que espera de acuerdo al procedimiento que 
  
ha promovido, especificando los daños y perjuicios reclamados que el usuario 
desea que se reviertan; documentos presentados y la fecha de interposición del 
reclamo. (Véase en anexos). 
La DTA, una vez que el usuario cumpla con el requisito antes mencionado, deberá 
abrir un expediente administrativo, el cual se conforma por los escritos 
presentados por las partes, actas de medios de prueba, resoluciones y todos 
aquellos documentos que las partes aporten al proceso, (arto. 8 Rgl). Asimismo le 
corresponde a la DTA llevar un libro de registro de las quejas y reclamos, el cual 
de acuerdo al arto 7 del Rgl contendrá: el número de expediente y fecha de 
introducción del reclamo, nombre, apellido o razón social de actor y demandado, 
objeto del reclamo y tipo del reclamo. 
Si el reclamo interpuesto consta de los requisitos establecidos y antes 
mencionados, la DTA, admitirá el mismo y se encargará de hacerlo del 
conocimiento de la operadora del servicio, por la vía de la notificación, otorgándole 
un término de diez días, (arto.22 Rgl), para que conteste lo que tenga a bien, pues 
de no contestar en el termino establecido por la ley, se presumirá que da por 
aceptados los supuestos hechos reclamados por el usuario, por lo que la DTA 
resolverá a favor del usuario.  
En caso de que la operadora del servicio conteste en tiempo y forma, de acuerdo 
al arto. 24 del Regl, se abre el proceso a pruebas por el término de diez días, y 
que según la misma normativa le corresponde a la operadora promover las 
pruebas de descargue en contra de las afirmaciones hechas por el usuario, con 
respecto al reclamo o queja. 
Puede que en cualquier etapa del proceso las partes lleguen a un acuerdo con 
respecto al reclamo o queja interpuesto, y den por terminado el proceso 
administrativo, por lo que deberán poner en conocimiento a la DTA con respecto al 
acuerdo en que han llegado, y ésta mandara a archivar el expediente. Pero de no 
ser así, una vez que trascurra el término para la presentación de pruebas, la DTA 
deberá dictar resolución definitiva en un plazo de diez días hábiles, (arto. 28 Rgl), 
en la cual se dará lugar o no al reclamo, y estableciendo las correspondientes 
sanciones establecidas en la Ley 200, que hayan sido realizadas por la operadora 
del servicio.  
Contra la resolución emitida por la Dirección de Titulación y Atención a 
Operadores y Usuarios, (DTA) cabrá el recurso de Reposición que se interpondrá 
dentro del tercer día hábil después de notificada la resolución, ante el funcionario 
que la dictó, (arto. 45 Rgl), asimismo si el recurrente no está conforme con la 
resolución, de conformidad al arto 46 del Rgl, podrá interponer ante el Director de 
TELCOR el correspondiente Recurso de Apelación, dentro del tercer día después 
de notificada la resolución del funcionario de la DTA, por lo que el Director deberá 
  
resolver en un plazo de veinte días hábiles, dándose por finalizada la vía 
Administrativa. 
4.4ANALISIS DE RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS EMITIDAS POR 
TELCOR, ANTE RECLAMOS DE USUARIOS DEL SERVICIO DE TELEFONÍA 
CELULAR 
Una vez conocido el procedimiento para realizar cualquier tipo de reclamo o queja 
ante  la Dirección de Titulación y Atención a Operadores y Usuarios de TELCOR, 
corresponde ahora analizar su estudio de acuerdo a la práctica, pues muchas 
veces el procedimiento establecido en la norma no corresponde al que en la 
práctica se realiza, es en razón de ello que se tratará de analizar algunas de las 
resoluciones administrativas emitidas por la DTA, para poder determinar cuáles 
son los tipos de reclamos o quejas más tramitados por los usuarios del servicio de 
telefonía celular, lo cual nos permitirá también ver las deficiencias del sistema que 
ofrecen las operadoras del servicio, en cuanto al mal servicio que ofrecen y la 
transgresión al derecho a la información y educación del consumidor, pues esto 
ocasiona muchas de las quejas y reclamos interpuestas por los usuarios del 
servicio de telefonía celular. 
La primera resolución a analizar es la Resolución Administrativa No. 263-20101, 
del veintiocho de Mayo del mismo año, corresponde al Reclamo No. 063-2010 de 
Granada, interpuesto por la señora María Auxiliadora Aguilar Flores, con 
facturación a nombre del señor Carlos Chamorro Flores,  en contra de  la empresa 
ENITEL.  
El reclamo consiste en el cobro indebido del consumo de minutos excedentes y 
mensajes escritos, de acuerdo a dos líneas móviles, para un total de facturación 
de: dos mil cien córdobas, y eso no era el precio acordado por las partes en el 
contrato, pues el precio fijado en éste era de diecinueve dólares con noventa y 
nueve centavos, lo que aproximadamente su equivalente en córdobas es de tal 
ves unos seis cientos córdobas. En razón del reclamo la representante judicial de 
ENITEL contesto el reclamo negando el cobro indebido al usuario, aduciendo que 
éste al adquirir las dos líneas móviles, adquirió un plan de internet 3G, por lo que 
el usuario hizo uso del envió de SMS mediante el acceso a internet, lo que 
conforme a lo contratado el servicio es de internet únicamente y no para utilizar las 
facilidades y el servicio para transmitir, realizar o cursar voz en ningún formato o 
tecnología.  
                                                            
1
 Ver  todas las Resoluciones completas en Anexos. 
  
Negación que no probó de acuerdo a lo establecido en el Regl, Acuerdo 002-2005. 
Por lo que la DTA emitió su resolución, dando lugar al reclamo interpuesto, y 
mando a ENITEL a anular el cobro indebido. 
Claramente se ve reflejado en este tipo de reclamo, la transgresión al derecho de 
la información y educación del consumidor, contemplado en la Ley 182 y su 
respectivo Reglamento, ya que el operador del servicio al momento de la 
contratación debía informar clara y precisamente al usuario en cuanto a las 
condiciones en el uso y manejo del servicio de internet, el usuario claramente calló 
en error al hacer uso del internet para el envió de SMS, pues si el usuario hubiera 
estado debidamente informado al respecto, es seguro que no se hubiera originado 
este reclamo.  
En cuanto al procedimiento de tramitación del reclamo, se puede decir que es 
conforme a lo establecido en la norma, ya que el reclamo cumplía con los 
requisitos de validez. 
Muchas veces al momento en que los usuarios adquieren plan de servicio móvil, 
no son correctamente informados, de las condiciones del servicio a ofrecerse, ya 
una vez que el usuario da uso al servicio y una vez que la operadora realiza el 
respectivo cobro, es que el usuario se da cuenta del incremento en el precio de su 
factura, que no es el acordado según el contrato, considero que esto se puede 
evitar, siempre y cuando TELCOR, apruebe verdaderos contaros de adhesión, que 
contengan la información necesaria en cuanto al servicio que se pretende ofrecer, 
determinar claramente las cualidades de éste, para que de tal forma el usuario 
decida o no adherirse al contrato, valorar si es oportuno el servicio y si está bien 
plasmado en el contenido contractual. 
La siguiente resolución a analizar es la Resolución No. 022-2010, del diecinueve 
de enero del año dos mil diez, Reclamo no. 155-2009, interpuesto por la señora 
Elga Rueda Zapata, en calidad de usuaria de tres líneas móviles, registradas a 
nombre de Auto Michelle S.A., en contra de la empresa ENITEL. La interposición 
del reclamo ante la DTA, es por la prestación de un mal servicio de las tres líneas 
adquiridas por el plan 150, cuenta controlada. La señora acudió a la oficina de 
quejas y reclamos de ENITEL, y presento formal reclamo por escrito, en fecha del 
dieciséis de diciembre del año dos mil nueve, haciendo del conocimiento de 
ENITEL su inconformidad con la prestación del servicio, causándole grandes 
pérdidas económica  y daños con respecto al giro de su negocio, por lo que pidió 
la suspensión del servicio de las tres líneas, así como también del contrato, pero 
resulta que la empresa solamente suspendió el servicio, sin dejar de realizar los 
respectivos cobros cada mes,  
  
aduciendo dicha empresa que no pueden suspender el contrato a menos que ella 
pagué la penalidad establecida en el mismo. Por lo que la señora recurrió ante la 
DTA para la realización del correspondiente procedimiento, para hacer valer sus 
derechos, y que se cumpla con lo establecido en las normas de la materia. 
La representante de ENITEL en su contestación niega por supuesto que se le esté 
haciendo cobro indebido a la usuaria de las tres líneas, aduciendo que la señora 
presento solicitud de suspensión del servicio para una de las líneas por robo del 
equipo, y que se siguió generando el cobro de las facturas correspondientes a las 
otras líneas, por la realización de llamadas y envió de SMS. Al abrirse a pruebas el 
proceso, la representante de ENITEL, que ahora se presento otra diferente, sin 
poder que le acreditare, solicitó que se tuviera como prueba a su favor la supuesta 
solicitud presentada por la señora, así como también solicitó una inspección ocular 
al sistema para verificar las llamadas realizadas a través de las líneas, por lo cual 
la DTA determino que no se trataba de una prueba pertinente y que además esa 
persona que compareció a solicitarlas no contaba con poder que le acreditare, por 
lo que se tuvo por no puesta la petición. 
La autoridad resolvió dando ha lugar al reclamo interpuesto por la señora, por lo 
que ordeno la suspensión del contrato sin penalidad alguna para la usuaria, por 
incumplimiento por parte de ENITEL, y mando a que ENITEL cancelará las 
facturas correspondientes al cobro indebido.  
El caso antes mencionado se trata precisamente de cómo los usuarios de este 
servicio pueden reclamar ante las empresas operadoras cuando se sienten 
insatisfechos con los servicios recibidos, pues es obligación de los operadores del 
servicio ofrecer un correcto funcionamiento del mismo, y prestarlo bajo las 
condiciones adecuadas a éste, aunque la usuaria presentó solicitud para la 
suspensión del servicio, debidamente razonada, ENITEL solamente suspendió el 
servicio y siguió cobrando, cómo es posible que siga efectuando cobros si no está  
prestando el servicio, además de incumplir con las condiciones del contrato. 
Vemos entonces como la usuaria manifestó su inconformidad con la respuesta de 
ENITEL, y de acuerdo a la norma acudió a realizar su respectivo reclamo ante el 
ente regulador, quien es el encargado de la tutela de los derechos de los usuarios 
y a velar porque se preste un correcto servicio de las telecomunicaciones.  
La otra resolución a estudiar es la Resolución No. 375-2009, del trece de julio del 
año dos mil nueve, siendo el reclamo no. 228-2009, interpuesto por el señor 
Carlos Siles Levy, usuario del servicio de telefonía celular, con facturación a su 
nombre, en contra de Telefonía Celular de Nicaragua TCN, conocida bajo su 
nombre comercial de Movistar.  
  
El reclamo interpuesto por el usuario consiste en que la operadora realizó un 
cobro exagerado por el uso del servicio de roaming, por un precio de seis mil 
cuatrocientos dieciséis córdobas, servicio que fue activado sin el consentimiento 
del usuario, por lo que el procedió a presentar formal reclamo ante Movistar, 
empresa que le resolvió ofreciéndole un upgrade del equipo, (mejora  o 
actualización del equipo), pero el usuario se negó a tal oferta, asimismo la 
empresa ofreció la bonificación de un equipo, con la disminución del plan, con más 
minutos y bonos promocionales, pero el usuario también se negó; por lo que como 
la ley le faculta, acudió ante la DTA para presentar formal reclamo en contra de 
Movistar por estar inconforme con la respuesta dada, así como por la 
incorporación del sistema roaming sin autorización del usuario. 
Se dio inicio al proceso, notificando a la empresa Movistar del reclamo interpuesto 
en su contra, quien a través de su representante judicial dio respuesta al reclamo, 
aduciendo el ofrecimiento que le había dado al usuario, y el cual se negó a 
aceptar, así como también fue claro al mencionar que ellos habían activado el 
servicio roaming sin autorización del cliente porque el tenia buen record de pago, 
tal cosa evidencia la falta de consentimiento por parte de la empresa hacia el 
usuario, así como también la clara transgresión del derecho a ser informado 
adecuada y oportunamente de los servicios brindados. 
Por ello la DTA resolvió ha lugar el reclamo interpuesto por el usuario, mandando 
a Movistar a devolver el monto del cobro antes mencionado, así como también a 
retirar del plan contratado por el usuario el servicio de roaming. 
En especial esta es una de mis resoluciones favoritas, y decidí referirme a ella en 
mi investigación puesto que, en la mayor parte del tiempo nosotros los usuarios 
del servicio de telefonía celular somos víctimas de engaños producidos por 
muchas de las publicidades engañosas y falseadas de las dos únicas operadoras 
de este servicio, nos activan cualquier tipo de servicio sin notificarnos o darnos 
aviso, como tal lo establece la ley, y hacen cobros por el uso de estos, asimismo 
nos ofrecen cualquier tipo de servicio en supuestas “promociones”, que tienden a 
engañarnos y nos hacen caer en error, una vez que las hemos adquirido, hasta 
ese momento nos informan de las condiciones o cualidades de dichas 
promociones. Considero que muchas de las deficiencias de este sistema se basan 
en la falta de educación al usuario, en la falta de una información real, adecuada, 
precisa y que contenga todo lo referido a ella. 
 
  
La próxima resolución a estudiar es la Resolución No. 604-2009 del veintinueve de 
octubre del año dos mil nueve, bajo número de reclamo no. 371-2009, interpuesto 
por el señor Justo García Ramírez, en su calidad  usuario del servicio de telefonía 
celular registrado a su nombre, en contra de la empresa ENITEL.  
El reclamo interpuesto por el usuario es en cuanto al cambio de un equipo móvil 
marca Sony Ericsson W580, el cual fue adquirido por el usuario a través de la 
casa comercial Curacao sucursal Juigalpa, en fecha de julio del año dos mil ocho. 
Resulta que, desde que el usuario adquirió el equipo, este a partir del tercer mes 
de uso le comenzó a dar problemas, por lo que desde ese momento le han pasado 
reparando el equipo, cambiándole piezas nuevas por viejas, display movido, 
durante todo el período de garantía ENITEL le ha proporcionado tres equipos, los 
cuales presentan los mismos problemas técnicos. 
La representante judicial de ENITEL contesto el reclamo, argumentando que 
fueron en dos ocasiones que se reviso y reparo el equipo, realizándose ajuste 
mecánico y revisión general, pero que el usuario se rehúsa a entregar el equipo 
porque queda incomunicado. Pero vale mencionar que su contestación no fue 
producida en tiempo, por lo que se tiene por no contestado, y todos los hechos 
alegados por el usuario se consideran como ciertos. La DTA resolvió dando ha 
lugar al reclamo interpuesto por el usuario, por lo que mandó a ENITEL a que 
efectuará el cambio total del equipo, por tanto el usuario deberá entregar a 
ENITEL el equipo en mal estado, para recibir uno nuevo. 
En la resolución antes mencionada es notorio como el usuario hace uso debido de 
su derecho a la reparación, primeramente, y luego su derecho al respectivo 
cambio del equipo, pues repararlo ya no bastaba, pues el desperfecto seguía 
igual. Eso si es un buen usuario informado y educado, precisamente es lo que se 
necesita, educación e información para el usuario, de esa forma se evitan los 
abusos por parte de las operadoras del servicio. 
 
 
 
 
 
 
  
CONCLUSIÓN 
Gracias a dinámicos procesos de innovación tecnológicos por los que han pasado 
las Telecomunicaciones es que hoy en día comunicarse es la forma más rápida y 
fácil que hay, simplemente se ha modificado y complementado el desarrollo de las 
Telecomunicaciones, ello se debe a la separación  de las actividades productivas 
originarias de la prestación del servicio de Telecomunicación, de aquellas 
regulaciones que se necesitan crear en razón de una protección jurídica por parte 
del Estado; protección jurídica encaminada a la creación de un marco normativo; 
marcando una tendencia de gestión y protección por parte de los entes estatales 
para dotar de seguridad jurídica a los usuarios de estos servicios. 
A partir de ello se puede precisar como las Telecomunicaciones vienen a jugar un 
papel de gran importancia para el desarrollo de un país, ya que es un sector 
estratégico de la infraestructura económica y social de un país; su importancia 
radica en que sin perder de vista su potencial lucrativo como empresa, es el cauce 
para la actividad económica, social, política y cultural de un país, y por supuesto 
cumple una función indiscutible en las relaciones Internacionales. 
Esta investigación pone de manifiesto el estudio del servicio de telefonía celular, 
ya que este es un nuevo sistema de comunicación que ha venido a crear una 
revolución mundial en cuanto a la tecnología se trata, por lo que a traído consigo 
la modernización de los ordenamientos jurídicos de cada país, ya que en cuanto a 
la adquisición de este servicio, por caracterizarse como un servicio ofertado a 
grandes masas de consumidores se necesitó de la implementación de un modelo 
contractual que viniera a facilitar las transacciones que origina la prestación de 
éste servicio; ello se justifica de conformidad a los altos costos de celebrar 
contratos en forma masiva y con una estructura interna jerarquizada y 
verticalizada de las poderosas empresas donde hay predominio exclusivo de una 
sola voluntad que actúa como voluntad unilateral, elaborando de previo las 
condiciones generales de la contratación, dirigidas a una colectividad 
indeterminada, a los que solamente les corresponde adherirse o no a las mismas, 
sin posibilidad alguna de negociación o modificación al contenido contractual. 
De lo antes mencionado se puede decir que de ese predominio exclusivo por parte 
del proveedor de servicios para la previa elaboración del contenido contractual es 
que surgen las posibles ventajas y riesgos en los que están envueltos estos tipos 
de contratos, ya que generalmente el empresario aprovecha su situación de 
ventaja ante el consumidor para inclinar a su favor el contenido contractual del 
negocio. 
 
  
A manera de reflexión hay que mencionar que el contrato por adhesión viene a ser 
una de las nuevas tendencias contractuales aplicadas de manera  generalizadas 
en el tráfico de bienes y servicios que son ofrecidos por las grandes potencias 
empresariales. 
Se considera al contrato por adhesión como una nueva herramienta contractual y 
negocial que facilita las operaciones mercantiles, pues estos contratos a diferencia 
de los contratos civiles se establecen en formularios con condiciones particulares 
relacionadas a hechos, personas, cantidades, valores de mercancía, tipo de 
servicios, entre otros; Por ello son actos celebrados en las acciones económicas. 
Como ejemplo de ello tenemos la contratación por servicio de telefonía celular, 
donde claramente se puede apreciar como los proveedores de éste servicio 
celebran con los usuarios una modalidad de contratar el servicio a través de 
formatos, en los cuales se han preestablecido las condiciones de la prestación del 
servicio, las obligaciones y derechos para ambas partes, todo elaborado 
unilateralmente por las operadoras de estos servicios sin que el usuario negocie o 
modifique el contenido, solamente le corresponde someterse al contenido de éste 
contrato.  
Cabe mencionar que estos contratos son moldeados al parecer de las operadoras 
del servicio de telefonía celular, pues establecen condiciones que transgreden los 
derechos de los usuarios ya que muchas veces estos contratos se materializan a 
través de documentos con un contenido premeditado que causa un perjuicio 
económico al usuario. Estos formatos contienen cláusulas que conforman el 
contenido del contrato, pero se establecen pretendiendo realizar un acuerdo que 
va más allá del negocio jurídico que se ha formado ampliando prerrogativas a las 
operadoras, restringiendo los derechos de los usuarios.  
Ejemplo de ello es  el contrato que ejecuta la operadora Movistar, pues establece 
ciertas cláusulas que implican la modificación unilateral del contrato en perjuicio 
del usuario, como lo es en la modificación de las tarifas y cargos; además se 
establecen cláusulas donde se obliga al usuario a la renuncia de su domicilio y a 
someterse al domicilio que le asigne la compañía, se establecen más obligaciones 
para los usuarios que derechos que le protejan de la relación contractual del que 
es parte. TELCOR siendo el ente regulador de Telecomunicaciones, encargado de 
aprobar estos formatos de contratos, permite la ejecución de los mismos aun a 
sabiendas que estos son de contenido irregular y que van en perjuicio de los 
derechos de los usuarios, además de no cumplir con los requisitos establecidos en 
la Ley de Consumidores, prácticamente no otorga al usuario una plena seguridad 
jurídica en la adquisición y forma contractual del negocio jurídico originado. 
  
Es por ello que he tratado de reflexionar acerca de aquellos derechos que se 
establecen en los contratos de este servicio, así como de aquellos derechos que 
se han dejado sin mención, pues me parece que es necesaria la modificación de 
esos contratos tipos que ejecutan actualmente las operadoras del servicio de 
telefonía celular, ya que deben ser contratos con un contenido justo y de 
conformidad a la normativa porque en el contrato de servicio de telefonía celular 
debe establecerse todo tipo de información completa y oportuna en cuanto a la 
prestación del servicio, así como las cualidades y manejo del mismo, debe haber 
un trato equitativo y no abusivo por parte de las operadoras, pues muchas veces 
los usuarios adquieren este servicio sin saber realmente a qué condiciones 
atenerse; es por ello que es de suma importancia que los usuarios se asocien en 
agrupaciones de consumidores con la finalidad de encaminarse asía el 
cumplimiento de sus derechos y a la defensa de sus intereses. Aquí es donde la 
Red de Defensa de los Consumidores cumple un rol muy importante, pues se 
encarga de velar por el buen cumplimiento de la ley, y de que los consumidores 
puedan hacer uso de las vías que la misma ley les confiere. 
Actualmente la creación de un sistema normativo permite a los usuarios conocer 
las vías para poder hacer valer sus derechos ante cualquier problema derivado de 
la prestación de éste servicio, pueden reclamar ante los operadores del servicio, 
pueden acudir ante la DDC para que se les asesore en cuanto al problema, o 
pueden acudir directamente ante TELCOR a la Dirección de Titulación y Atención 
a Operadores y Usuarios donde se seguirá un procedimiento administrativo en 
contra de los operadores; es un procedimiento administrativo, ágil, que resuelve 
los problemas de los usuarios a través de trámites rápidos. Por lo tanto la 
aplicación de los procedimientos establecidos en el ordenamiento jurídico, 
permiten un tráfico seguro en cuanto a las relaciones económicas- sociales se 
trata, el Estado debe velar por el correcto cumplimiento de éstos y proteger las 
garantías de todos los individuos de la sociedad Nicaragüense. 
Después de haber realizado un análisis exhaustivo acerca de las contrataciones 
por adhesión de los servicios de telefonía celular, y luego de haber encaminado 
esta investigación hacia aquellos aspectos de mayor relevancia en la protección 
de los derechos de los usuarios de este servicio, considero de gran importancia 
esta investigación, pues representa al consumidor un conjunto de ideas practicas y 
educacionales que le brindan  mayor conocimiento en cuanto a sus derechos y 
garantías en las relaciones económicas del que él es parte. 
 
  
RECOMENDACIONES 
-Muchas de las violaciones a los derechos de los usuarios del servicio de telefonía 
celular se deben al duopolio existente en Nicaragua, pues son únicamente dos 
compañías que operan bajo este servicio, poniendo de manifiesto prácticas 
anticompetitivas por reducir el número posible de operadores del servicio, es por 
ello que es necesaria la participación de más operadores del servicio en 
Nicaragua, por lo que el ente regulador debería ejercer medios accesibles y 
llamativos para introducir en el mercado este servicio, para que otras personas 
puedan invertir y hacer de mejor prestación este servicio, de tal manera ofrecer 
mejores servicios, ya que entre más operadoras del servicio existan mejor serán 
los niveles de competencia entre estas, y se ofrecerán con mayor eficiencia los 
servicios derivados de este sistema de telecomunicaciones.  
-Se debe establecer en la Ley de Telecomunicaciones y en su respectivo 
Reglamento el debido procedimiento en cuanto a aquellos casos donde las 
operadoras del servicio de telefonía vendan sus acciones a otra compañía, 
haciendo un cambio de personalidad jurídica, pues en todo caso el derecho a la 
Licencia para prestar el servicio quedaría en manejo de una persona distinta a la 
que fue otorgada, no obstante estas compañías se justifican en que solo hubo 
cambio de personalidad jurídica, pero todo queda igual, ya que la ley solamente 
hace alusión a aquellas situaciones en las cuales se prohíbe el traspaso, o 
hipoteca o ceder el derecho de Licencia. 
-Que de acuerdo a la aprobación de los modelos de contratos tipo para la 
prestación del servicio de telefonía celular , TELCOR como ente regulador, 
encargado de la tutela de los derechos de los usuarios, debe valorar los niveles de 
aprovechamiento que las operadoras establecen en el contenido del mismo, ya 
que muchas de sus clausulas son abusivas y no cuentan o no cumplen con lo 
establecido en la ley de la materia, TELCOR debe mandar a subsanar esas 
disposiciones contractuales, debe de propiciar seguridad  al usuario, es necesario 
que remita esos contratos de acuerdo a condiciones seguras y de acuerdo a las 
leyes de protección de los consumidores. 
-Es necesario que se ofrezca una seguridad jurídica en el trato de las relaciones 
económicas entre usuario-operador, pues estas compañías no transmiten a los 
usuarios los medios necesarios de información en las formas, y condiciones de 
prestación del servicio de telefonía celular, lo que ocasiona que muchos de los 
reclamos interpuestos por los usuarios se traten de engaño o error en el manejo y 
uso del servicio, es preciso establecer niveles o propagandas educacionales que 
permitan al usuario concebir con mayor precesión lo que quieren adquirir, así 
como también es importante que la publicidad y las ofertas ofrecidas por los 
operadores contengan toda la información necesaria, oportuna y clara en cuanto al 
servicio que prestan, de tal forma vendría a favorecer al usuario que es un servicio 
seguro y fácil de conocer. 
  
-Otro aspecto a considerar es que debe de ponerse en conocimiento a los 
usuarios de los mecanismos de defensa que pueden hacer valer en cuanto a las 
violaciones de derechos, ya que muchos usuarios del servicio desconocen que 
existe un ente regulador que es TELCOR, donde pueden interponer sus formales 
quejas o reclamos en contra de las operadoras del servicio, aunque muchos de los 
usuarios gracias a la existencia de una Dirección de Defensa al Consumidor, 
pueden hacer del  conocimiento de esta dirección sus inconformidades con el 
servicio, y así ejercer los procedimientos correspondientes. 
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ABREVIATURAS 
LDC            Ley de Defensa de los Consumidores 
RGL            Reglamento de la Ley de Defensa de los Consumidores 
MIFIC         Ministerio de Fomento, Industria y Comercio 
DPC            Dirección de Defensa de Protección al Consumidor 
Art            Artículo 
CC             Código Civil 
TCN           Telefonía Celular de Nicaragua 
ENITEL      Empresa Nicaragüense de Telecomunicaciones S.A. 
TELCOR    Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos 
DDC           Dirección de Defensa del Consumidor 
DTA            Dirección de Titulación y Atención a Operadores y Usuarios 
GSM           Global System for Mobile Communications 
PR              Packet Radio 
ANDER       Administración Nicaragüense del Espectro Radioeléctrico 
UIT             Unión Internacional de Telecomunicaciones 
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Datos del mes de Enero del 2009, página de telcor.gob.ni, última 
actualización lunes 17 de mayo del 2010 
 Usuarios del Servicio de Telefonía Celular  
 
 
Año Usuarios Telefonía Celular 
2000 102,860 
2001 164,509 
2002 237,248 
2003 466,706 
2004 738,624 
2005 1,119,379 
2006 1,830,220 
2007 2,502,281 
2008 3,108,002 
2009* 3,139,697 
 
  
 Clasificación de Usuarios de Telefonía Celular por tipo de plan  
 
Año 
Tipo Plan 
PREPAGO POSTPAGO Unidades Fijas Celulares 
2004 644,136 94,488 N/D 
2005 1,004,239 115,140 N/D 
2006 1,707,694 122,526 N/D 
2007 2,348,047 118,953 35,281 
2008 2,945,084 128,195 34,723 
2009* 2,975,359 128,349 35,989 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
  
 
 
 
Tarifas máximas del Servicio de Telefonía Celular aprobadas a ENITEL 
 
   
Tarifas aprobadas para el sistema Pospago 
Plan 
Valor 
Máximo de la 
Cuota Fija 
Mensual 
Minutos 
Mínimos 
Incluidos 
Valor 
Máximo del 
Minuto 
Adicional en 
Horario 
Pleno 
Valor 
Máximo del 
Minuto 
Adicional en 
Horario 
Reducido 
Personal A US$ 12.00 25 US$ 0.48 US$ 0.48 
Personal B US$ 25.00 60 US$ 0.42 US$ 0.42 
Personal C US$ 50.00 140 US$ 0.36 US$ 0.36 
PYME A US$ 100.00 330 US$ 0.30 US$ 0.30 
PYME B US$ 150.00 650 US$ 0.23 US$ 0.23 
PYME C US$ 250.00 1200 US$ 0.21 US$ 0.21 
Corporativo 
A US$ 600.00 3000 US$ 0.21 US$ 0.21 
Corporativo 
B US$ 950.00 5000 US$ 0.19 US$ 0.19 
Corporativo 
C US$ 1800.00 10000 US$ 0.18 US$ 0.18 
NOTA: Las tarifas son finales Máximas equivalentes en Dólares para llamadas celulares originadas desde la red celular de ENITEL, 
o de su subsidiaria celular, hacia usuarios del servicio telefónico básico o del servicio de telefonía celular dentro del territorio 
nacional donde exista cobertura de la red celular de ENITEL o de su subsidiaria celular.  
  
Tarifas aprobadas para el Sistema Pospago 
Plan 
Valor 
Máximo de la 
Cuota Fija 
Mensual 
Minutos 
Mínimos 
Incluidos 
Valor 
Máximo del 
Minuto 
Adicional en 
Horario 
Pleno 
Valor 
Máximo del 
Minuto 
Adicional en 
Horario 
Reducido 
Personal A US$ 12.00 25 US$ 0.50 US$ 0.50 
Personal B US$ 25.00 60 US$ 0.44 US$ 0.44 
Personal C US$ 50.00 140 US$ 0.68 US$ 0.68 
PYME A US$ 100.00 330 US$ 0.32 US$ 0.32 
PYME B US$ 150.00 650 US$ 0.25 US$ 0.25 
PYME C US$ 250.00 1200 US$ 0.23 US$ 0.23 
Corporativo 
A US$ 600.00 3000 US$ 0.22 US$ 0.22 
Corporativo US$ 950.00 5000 US$ 0.21 US$ 0.21 
  
B 
Corporativo 
C US$ 1800.00 10000 US$ 0.20 US$ 0.20 
NOTA: Las tarifas son finales Máximas equivalentes en Dólares para llamadas celulares originadas desde la red celular de ENITEL, 
o de su subsidiaria celular, hacia usuarios del servicio telefónico básico o del servicio de telefonía celular dentro del territorio 
nacional donde exista no cobertura de la red celular de ENITEL o de su subsidiaria celular.  
Ver Acuerdo Administrativo  155-2002 "Tarifas aprobadas a ENITEL Celulares para la prestación del Servicio" 
  
Tarifas Aprobadas para el Sistema Prepago 
Escenario de 
Llamadas  Modalidad 
Tarifa final Máxima 
aprobada por TELCOR 
Desde un cliente de 
Telefonía Celular de 
ENITEL a Cualquier 
Destino Nacional 
Prepago US$ 0.50 / Minuto 
Ver Resolución Administrativa  013-2003 "Aprobación de la Solicitud de Adhesión presentada a TELCOR por SERCOM, a 
los cargos por Terminación existentes entre ENITEL y TCN Bellsouth" 
Tarifas finales al cliente para acceder desde la Red de Telefonía Básica 
ENITEL a la Red de Telefonía Celular de ENITEL 
Escenario de 
Llamadas Modalidad 
Tarifa Máxima 
aprobada por TELCOR 
Desde un cliente de 
telefonía básica de la 
Empresa Nicaragüense 
de 
Telecomunicaciones 
(ENITEL) a un cliente 
de Telefonía Celular de 
la Empresa 
Nicaragüense de 
Telecomunicaciones 
(ENITEL) 
Llamada Local US$ 0.154/Minuto 
Llamada Larga Distancia 
Nacional (LDN) US$ 0.204/Minuto 
Ver Acuerdo Administrativo  156-2002 "Tarifas finales al cliente para acceder desde la Red de Telefonía Básica de ENITEL a 
la Red de Telefonía Celular de ENITEL" 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
  
 
  
 
  
 
  
 
  
 
   
  
 
  
 
  
 
